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ENTRE BERLÍN Y LA BOLSA: 
¿CAPITALISMO ACADEMICO EN BRASIL? 


Simon Schwartzman 


Introducción 


La Universidad de Sao Paulo (USP) y el Grupo Kroton son dos de las 
más grandes instituciones de educación superior en Brasil. La Universi- 
dad de Sáo Paulo tiene 90 mil alumnos, un tercio de los cuales está en 
programas de posgrado, 6 mil profesores, casi todos empleados públicos 
en tiempo integral, y un presupuesto de orden de 2.5 mil millones de 
dólares, de los cuales 1.3 mil millones provienen de financiación directa 
del gobierno y lo demás de recursos de investigación y otras fuentes, 
sobre todo públicas (Brito, 2019). El Grupo Kroton es responsable por 
los cursos de nivel superior de la empresa Cogna Educacáo, listada en la 
Bolsa de Valores de Sao Paulo, que incluye a cerca de 900 mil estudian- 
tes en 176 instrtuciones (la empresa Cogna incluye también a tres otros 
grupos de educación de posgrado y de educación primaria y secundaria, 
y su ingreso total en 2019 fue de cerca de 1.3 mil millones de dólares)”. 

Estos dos ejemplos sirven para señalar la imposibilidad de entender la 
dinámica de la educación superior brasileña solo a través de su definición 
legal, la cual establece que las universidades deben obedecer al principio 
de la inseparabilidad de las actividades de investigación y enseñanza, que 
tiene su Inspiración en el modelo atribuido a la Universidad de Berlín 
creada por Wilhelm von Humboldt en 1810, ni tampoco exclusivamen- 
te a través del concepto más reciente de “capitalismo académico”, que 
pone énfasis en el comportamiento estratégico de las instituciones de 
educación superior en el mercado nacional e internacional de servicios 





' Ver http://ri.cogna.com.br/a-kroton/perfil-corporativo/ y https://www.infomoney.com. 
br/cotacoes/cogna-cogn3f/ para sus datos financieros. 


de formación de estudiantes e investigación académica y aplicada, atra- 
yendo recursos públicos y privados (Slaughter y Rhoades, 2004). En este 
artículo procuramos mostrar, primero, cómo en Brasil la intención de 
crear un sistema universitario inspirado en el modelo de la Universi- 
dad de Berlín llevó, paradójicamente, a un sistema de educación superior 
extremadamente diferenciado, con una de las más altas proporciones 
de instituciones privadas y con fines de lucro en el mundo; mostrando, 
además, cuáles son los principales tipos de instituciones que existen en 
su interior; e indicando cuáles son las estrategias instrtucionales emplea- 
das recurrentemente en los diferentes segmentos de este sistema para 
obtener recursos de diferentes fuentes. 


Berlín y la Bolsa: tipos ideales 


Tanto el “modelo de Berlín” cuanto “la Bolsa” son usados aquí como “t1- 
pos Ideales” como fueron como concebidos por Max Weber, esto es, 
modelos teóricos que sirven para entender la lógica interna de institu- 
ciones. Uno de los ejemplos más centrales del uso de tipos Ideales por 
Weber es el contraste que hace entre sistemas sociales estructurados 
por estatus, en que las personas son diferenciadas por su origen, honor, 
prestigio u otros atributos no monetarios, y los sistemas de clases, en 
que las personas se diferencian por los recursos monetarios de que 
disponen. El interés de Weber no era en este sentido solamente “com- 
prender” estos diferentes tipos, o usarlos para describir diferentes socie- 
dades, sino sobre todo entender cómo las sociedades se transforman y 
transttan entre los diferentes modelos, cómo ellos entran en conflicto 
y llevan a diferentes formas de adquisición de poder (Weber, 2009). 
En la misma línea, en un texto clásico de 19/70, Albert Hirschman 
propuso dos formas Ideales de concebir el comportamiento de las 
personas en relación con las instrtuciones de que participan (Hirsch- 
man, 1970). De un lado, el “Exit”, la salida, en que las personas no 
tienen vínculos de lealtad con las instrtuciones y transitan de unas a 
otras según cambian sus intereses —votan con los pies— comprando 


otros productos o buscando otros empleos, comportamiento típico 
del mercado que fuerza las instrtuciones a adaptarse a la demanda oO 
desaparecer. Del otro, “Voice”, la voz, en que las personas tratan de 
cambiar sus instrtuciones por adentro cuando no les gusta, sea porque 
no tienen alternativa, o porque tienen vínculos de lealtad que van más 
allá de sus imsatisfacciones ocasionales, comportamiento típico de la 
vida política. El interés de Hirschman no era la simple descripción de 
dos tipos de comportamiento, sino la relación entre ellos como mane- 
ra de entender el problema más amplio de la decadencia de empresas, 
organizaciones y estados, que, según él, ocurría en srtuaciones en que, 
por la ausencia de mecanismos adecuados de competición o de expre- 
sión de las voces, ellas pierden los estímulos externos o internos que 
las mantienen activas y productivas. 

En la literatura sobre ciencia, tecnología y educación superior, exis- 
ten algunos ejemplos importantes de tipos Ideales contrastantes, como 
entre educación de elites y de masas, propuesto por Martin Trow; el 
modelo triple de formas de coordinación del “triángulo de Clark “ 
—estado, mercado y oligarquía académica— y el contraste entre el 
“modo |” y modo “Il” de producción del conocimiento propuesto por 
Gibbons y otros (Clark, 1983; Gibbons et al., 1994; Shattock y Clark, 
1983; Trow, 19/73). En todos estos casos, los temas son las tensiones, 
contradicciones y transiciones entre distintas formas de organización y 
acción en la sociedad como diferentes manifestaciones de los sistemas 
de estatus, clase y poder. 

En su conjunto, estos modelos teóricos comparten la hipótesis más 
o menos explícita de que las sociedades evolucionan de un a otro tipo: 
de sistemas de estatus para clases, de los sistemas de educación superior 
coordinados por las oligarquías o el estado hacia los coordimados por 
el mercado, de la educación de elites hacia la educación de masas, de 
la organización académica de la producción del conocimiento hacia los 
sistemas híbridos de innovación, etc. Es la hipótesis central de la gran 
transición de las formas tradicionales hacia las formas modernas de la 
organización social, que de hecho ha ocurrido con gran intensidad desde 
el inicio del mundo moderno en el occidente, pero que, como sabemos 


hoy, ha sido mucho menos lineal, más compleja y menos inexorable de 
lo que se podría suponer originalmente. Los trabajos desarrollados más 
recientemente en la línea propuesta por Henry Etzkowitz, de la “tri- 
pe hélice” en ciencia, tecnología e universidades, así como por Shella 
Slaughter y colaboradores sobre “capitalismo académico” (Etzkowitz y 
Leydesdorff, 2000; Slaughter y Rhoades, 2004) avanzan en un sentido 
similar, detallando uno de los polos de estas tipologías, el del mercado, 
pero muestran sus debilidades cuando no consideran las tensiones, con- 
flictos y acomodaciones que surgen en la transición y coexistencia de los 
diferentes tipos, como hizo Burton Clark, por ejemplo, en sus trabajos 
sobre las universidades emprendedoras (Clark, 1998). 


Berlín y las Américas: un examen del sistema 
universitario brasileño 


América Latina nunca ha tenido una universidad semejante a lo que se 
supone haber sido la Universidad creada por Wilhelm von Humboldt 
en 1810, y, según los que han estudiado la historia de la Universidad de 
Berlín más de cerca, ella tampoco correspondía totalmente a la imagen 
que se creó a su respecto (Nybom, 2007). Pero lo que nos importa es 
esta Imagen que todavía persiste. En un artículo reciente, José Joaquín 
Brunner contrasta el ideal de “Bildung”, de educación amplia y humanista 
que marcó la Universidad de Berlín, con la situación presente, “en que la 
universidad se ha vuelto performativa y la educación superior ha adqui- 
rido el carácter de un consumo masivo en medio del capitalismo acadé- 
mico” (Brunner et al., 2019). No cabe duda de que el antiguo concepto 
de “Bildung” quedó anacrónico, si es que un día existió plenamente, pero 
existen suficientes rasgos de las antiguas universidades y sus presupues- 
tos que todavía persisten en muchas instituciones y segmentos de los 
sistemas de educación superior, creando límites al predominio absoluto 
del capitalismo académico. 

Para entender mejor las razones de esta persistencia es importante 
entender las motivaciones que presidieron a la creación de la Univer 
sidad de Berlín y de otras instituciones de educación superior en otras 


partes en la misma época y cómo esto ha cambiado. Como muestra Fritz 
Ringer, la Universidad de Berlín resultó de un movimiento de movilidad 
y afirmación de un grupo social que creció junto con la modernización y 
burocratización del Estado prusiano, grupo este que él compara con los 
mandarines chinos tal como fueron descritos por Max Weber (Ringer, 
1990). Se trataba de un conjunto bastante reducido de personas, con 
formación sobre todo en letras clásicas, filosofía y derecho, que com- 
petía con la nobleza y otros sectores de la sociedad por posiciones de 
poder y prestigio en la burocracia pública. Con este objetivo, trataron de 
monopolizar sus privilegios a través de un sistema de instituciones ex- 
tremamente selectivas, que tenían en su base los gimnasios clásicos que 
llevaban al título de Abitur. Lo que daba unidad ideológica y legrtimidad 
a esta pretensión de monopolio eran los conceptos de “Bildung”, una 
formación espiritual e intelectual que solamente se podía lograr a través 
de un largo camino de desarrollo académico y moral que pasaba nece- 
sarlamente por el estudio de griego, latín, y Wissenschaft, una sabiduría 
basada en la lógica y la filosofía, mucho más amplia que el concepto de 
“ciencia” empírica de los ingleses o franceses. 

La universidad clásica alemana rechazaba tanto las ciencias prácticas 
como las nuevas profesiones que surgieron con la urbanización y desa- 
rrollo de la industria y solamente las aceptó, de mala gana, cuando ellas 
también pasaron a incorporar el estilo y los valores de la alta cultura, 
como ciencia básica y profesiones cultas (las learned professions). Fue 
un proceso semejante al ocurrido en Inglaterra, con el predominio de 
Oxford y Cambridge, las cuales seleccionaban sus estudiantes en las pu- 
blic schools (que, en Inglaterra, eran privadas) y se mantenían alejadas de 
las facultades profesionales y de las red brick universities que empezaron 
a surgir en el país en el siglo 19. En Francia, que había cerrado sus univer- 
sidades en la Revolución, son las Grandes Écoles estatales las que cum- 
plen el papel de formación y selección de la nueva élite de la burocracia 
pública, dando a la ingeniería un status de profesión culta, de base cien- 
tífica que nunca ha tenido en el mundo anglosajón (Ben-David, 1977). 

Este rápido bosquejo de una historia mucho más compleja sirve para 
contrastar lo que pasó en Europa con lo que ocurrió en las Américas, 


tanto al norte cuanto al sur. Una de las principales diferencias fue que, 
en las Américas, la burocracia pública se desarrolló mucho más tarde, y 
hubo mucho menos espacio para el surgimiento de un grupo social culto 
en condiciones de garantizar una sólida posición de poder y prestigio so- 
clal propios. En los Estados Unidos, algunas instituciones, como Harvard 
y Yale, trataron de replicar desde muy temprano el modelo y la cultura 
de los antiguos colleges ingleses, pero se vieron sumergidos por la gran 
expansión de la educación superior, a partir de los Morris Land-Grant 
Acts de fines del siglo XIX, que llevaron a la creación de los land grant 
colleges, orientados a la formación técnica y profesional en agricultura, 
ingeniería y ciencias aplicadas. Es solamente en el siglo XX que la inves- 
tigación científica se establece en un número selecto de universidades 
norteamericanas (APLU, 2012; Gelger, 2004). 

En América Hispánica, en cambio, las universidades establecidas o 
restauradas después de la independencia tenían por principal función la 
administración de las credenciales y monopolios profesionales de las pro- 
fesiones tradicionales, sobre todo el derecho y la medicina y no tenían 
un cuerpo de profesionales académicos como en Europa. El movimiento 
de la Reforma de 1918 ayudó a crear una nueva clase media urbana y 
educada que hizo uso de las universidades para oponerse a las elrtes 
políticas tradicionales, pero sin incorporar los cuerpos académicos ni los 
valores de alta cultura que caracterizaron las universidades clásicas de 
Europa. 

Brasil, en este sentido, fue distinto de los demás países de América 
Latina. Sus centros urbanos se desarrollaron mucho después de los de 
Argentina, Chile, Uruguay y México, y las primeras universidades sur- 
gleron después de 1930. Antes había escuelas profesionales de dere- 
cho, medicina, ingeniería y agricultura, y un movimiento constante de 
los miembros de estas nuevas profesiones por ocupar posiciones pú- 
blicas e influir en las acciones de los gobiernos según sus conocimientos 
especializados en cuestiones de salud pública, urbanización y seguridad 
urbana, así como de garantizar sus monopolios profesionales (Coelho, 
1999; Schwartzman, 1991). La primera legislación universitaria del país, 
de 1931, inspirada posiblemente en Italia, establecía que las universida- 
des debían ser formadas por una combinación de por lo menos cuatro 


facultades profesionales en medicina, derecho, ingeniería y educación, 
esta para la formación de maestros para la educación secundaria. Áun- 
que nominalmente autónomas, estas instrtuciones serían estrictamente 
controladas por el gobierno central, según los padrones a ser estableci- 
dos por una universidad nacional. 

Sin embargo, la primera universidad a ser creada según esta legisla- 
ción fue la del estado de Sao Paulo, que juntó las facultades de derecho, 
medicina, agricultura e Ingeniería que existían desde fines del siglo 19, e 
INNOVÓ al crear una Facultad de Filosofía, Ciencias y Letras formada por 
profesores contratados en Europa, con la misión de traer para Brasil 
las tradiciones de erudición y cultura científica que prácticamente no 
existían en el país (la pedagogía quedó como una sección dentro de esta 
nueva Facultad). Lo que explica esta innovación fue que la Universidad 
de Sao Paulo (USP) fue creada en un momento de confrontación entre 
las élites políticas de Sáo Paulo, enriquecidas por el comercio interna- 
cional de café, y el gobierno central, que culminó en una fracasada insu- 
rrección armada en 1932. La mencionada Universidad fue creada por un 
pequeño pero influyente segmento de la élite local que imaginaba que, 
con la nueva institución, y también con una nueva escuela de sociología 
establecida en la misma época para formación de líderes, Sáo Paulo po- 
dría en el futuro reconquistar la posición de liderazgo nacional que había 
perdido para los estados de Rio de Janeiro, Minas Gerais y Rio Grande 
do Sul en la lucha política. 

A pesar de dichos esfuerzos, la Facultad de Filosofía y Ciencias de la 
USP no logró imponer sus valores culturales y su orientación científica 
en las facultades profesionales, que se mantuvieron separadas e indepen- 
dientes, pero se mostró atrayente sobre todo para los hijos de inmigran- 
tes europeos que encontraron en ella un nuevo canal de movilidad social, 
siendo además responsable por dar inicio a varias de las principales tra- 
diciones de investigación científica en el país, en sociología, historia, física, 
química y biología, entre otras (Schwartzman, 2015). 

En 1940 el gobierno federal creó la Universidad do Brasil, actual Uni- 
versidad Federal do Rio de Janeiro, que existía en el papel desde 1920, 
según el mismo modelo de la USR pero sin lograr establecer una masa 


crítica significativa de investigación científica. En los años 40 y 50 se creó 
una red nacional de universidades federales, en gran parte por la federal:- 
zación y unificación de facultades profesionales privadas o de los estados, 
y se dio por asentado que todos los estados debían tener por lo me- 
nos una universidad federal. En todas ellas existían facultades de filosofía, 
ciencias y letras, si bien estas se dedicaron, en casi todas partes, solo a la 
formación de maestros, sin el prestigio ni la ambición de la Facultad de 
Filosofía de la USR 

Cabe notar que, ajeno al movimiento de la Reforma de Córdoba de 
1918, Brasil jamás tuvo el sistema de ingreso libre en las universidades 
públicas para los estudiantes que salían de las escuelas secundarias y que, 
por consiguiente, el acceso a la educación superior se amplió muy lenta- 
mente. En 1940, había solamente 24 mil estudiantes para una población 
de 41 millones. Esta cifra se Iría duplicando en cada una de las dos décadas 
siguientes, llegando a 93 mil en 1960. Según Levy, en 1960, Brasil tenía 
solamente 1,6% del cohorte de edad en educación superior, comparado 
con 3,1% promedio en el conjunto de América Latina (Levy, 1986). Re- 
cién entre 1960 y 1970 las matrículas se triplicaron, llegando a 415 mil, 
para una población de 95 millones. Esta expansión acelerada en la década 
del sesenta coincidió con el surgimiento de un fuerte movimiento político 
estudiantil que fue reprimido en el golpe militar de 1964. 

Las demandas del movimiento estudiantil eran las de la izquierda po- 
lítica, de apoyo a las demandas de los sindicatos, a Cuba y de oposición 
al imperialismo norteamericano. Con relación a las universidades, se pre- 
sentaba la crítica de que ellas eran controladas por las oligarquías de las 
profesiones tradicionales y no daban espacio para la investigación científI- 
ca ni para las clases populares. Sumado a lo anterior, existía la idea de que 
el régimen político era anti-intelectual y estaba en contra de la ciencia y 
que, si los académicos y científicos pudieran controlar las universidades, 
ellas podrían entonces trabajar efectivamente en beneficio de la socie- 
dad y abrir sus puertas a la clase trabajadora. 

Esta tesis era muy atractiva para la pequeña comunidad científica que 
había empezado a crecer en el país, formada inicialmente por jóvenes 
egresados de la Facultad de Filosofía de la USP y de algunas otras ins- 
tituciones como los centros de investigación en Salud Pública en Sáo 


Paulo y Rio de Janeiro. De esta manera, en 1948, se creó, en Sao Pau- 
lo, la Sociedad Brasileña para el Progreso de la Ciencia (SBPC), inspira- 
da en la American Association for the Advancement of Science, y, en 
1960, la Fundación Paulista para el Desarrollo de la Ciencia (Fapesp). En 
una dirección similar, el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas 
(CNPg) fue establecido en 1951 con la intención inicial de apoyar el 
desarrollo de la tecnología nuclear, junto con Capes, una agencia del MI- 
nisterio de Educación destinada a la formación de personal de alto nivel, 
proporcionando con este fin becas de estudio en el país y en el exte- 
rior que se sumaban a aquellas proporcionadas desde los años 20 por la 
Fundación Rockefeller, la que apoyaba la investigación científica en salud 
pública, ofreciendo también becas de estudio en los Estados Unidos para 
profesores brasileños. 


De vuelta a Berlín - Universidad de Brasilia y la 
Reforma Universitaria de 1968 


Fue en este espíritu que, en 1960, se creó la Universidad de Brasilia, 
que se organizó en la forma de instrtutos y departamentos académicos 
dirigidos por científicos e Intelectuales, tal como las universidades nor- 
teamericanas, y no a través de escuelas profesionales. Sus líderes eran el 
antropólogo Darcy Ribeiro, políticamente identificado con la Izquierda, y 
el educador Ánisio Terxerra. Si bien en 1964 el gobierno militar intervino 
en la Universidad de Brasilia, en 1968 implantó una reforma universitaria 
que tuvo la cooperación del gobierno norteamericano la cual tenía mu- 
cha semejanza con el modelo de Brasilia. 

No fue una simple coincidencia, como se puede ver por la trayecto- 
ria de Anisio Telxelra. De una familia católica tradicional de hacendados, 
Teixeira empezó su carrera como inspector de educación en su estado 
de Bahia, y en 1927 pasó un tiempo en el leachers' College, de la Uni- 
versidad de Columbia, donde entró en contacto con las ideas pedagógl- 
cas de John Dewey. De vuelta a Brasil, en 1932 fue uno de los autores del 
“Manifiesto de los Pioneros de la Nueva Educación”, un documento que 


quedó en la historia como la primera propuesta de creación de un sis- 
tema de educación pública universal en Brasil. En las disputas ideológicas 
de los años 30, era percibido por los conservadores católicos como de 
izquierda por su identificación con las doctrinas pragmatistas americanas. 
A continuación, en 1935, como Secretario de Educación de la Ciudad de 
Rio de Janerro, organizó la Universidad del Distrito Federal, que preten- 
día emular la Universidad de Sáo Paulo, si bien esta fue luego cerrada por 
el gobierno central que se movía políticamente hacia la extrema derecha 
(Schwartzman et al., 2000). En 1951 fue nombrado director ejecutivo 
de CAPES, y también director de Instrtuto Nacional de Investigaciones 
Educativas (INEP). Posteriormente, en 1963, es nombrado rector de la 
Universidad de Brasilia, viajando a los Estados Unidos cuando la universi- 
dad fue intervenida en 1964 para volver dos años después. 

El proyecto y la implementación de la reforma universitaria de 1968, 
y especialmente la organización del sistema de posgrado, tuvo como per- 
sonalidad central a Newton Sucupira, profesor de filosofía de formación 
católica tomista que había sido indicado para el Consejo Federal de Edu- 
cación por Anisio Teixeira en 1962, y con el cual mantuvo estrecho con- 
tacto a pesar de sus diferencias de formación (Bomeny, 2001). Creado a 
principios del siglo XX, reorganizado en 1961, el Consejo, formado por 
personalidades indicadas por diversos sectores del establishment educati- 
vo, tenía la función de establecer las directivas generales para la educación 
del país y no fue afectado por el golpe militar de 1964. En 1995 el Consejo 
volvió a su antiguo nombre: Consejo Nacional de Educación (CNE). 

El apoyo estadounidense a la reforma, a través de un acuerdo de 
cooperación con la Agencia de Cooperación Internacional (conocido 
como “Acuerdo Mec - Usaid)”, fue considerado por la oposición al go- 
bierno milrtar como un ejemplo más de la alianza del gobierno con los 
norteamericanos en contra de los estudiantes, profesores e intelectuales 
brasileños. Con esto, la semejanza con el proyecto de la Universidad de 
Brasilia pasó desapercibida. 

Los cambios más visibles de la reforma fueron la eliminación de las 
antiguas cátedras universitarias y su sustitución por departamentos e ins- 
trtutos académicos, la adopción del sistema de créditos y la organización 


de un sistema de cursos de maestría y doctorado. Quedó además es- 
tablecido que todos los profesores universitarios tendrían que ser con- 
tratados a través de un concurso público, en tiempo integral para que 
pudieran dedicarse a la investigación y a la enseñanza, y deberían tener 
doctorado. Como no había doctores en número suficiente en el país, se 
aceptó, provisionalmente, que tuvieran solamente maestrías, y se expan- 
dió rápidamente el número de cursos de posgrado. Las antiguas faculta- 
des profesionales que preexistían a la organización de las universidades 
no cambiaron mucho, pero la dirección central de las universidades, las 
rectorías, hasta entonces sin mucho que hacer, pasaron a manejar más 
recursos y tener una mayor responsabilidad en la coordinación del nuevo 
sistema de posgrados, departamentos e institutos de investigación. 

Lo más notable de la reforma, sin embargo, no fue lo que se hizo, sino 
lo que no se hizo. Al tratar de copiar el modelo estadunidense, con el 
apoyo de una agencia americana de cooperación, en ningún momento 
se habló del sistema americano de community colleges, ni del sistema 
de cursos de pregrado de los colleges de cuatro años, ni del sistema 
de universidades estaduales que había crecido a partir de los land grant 
colleges. Por el contrario, lo que se trató de copiar fueron las research 
universities, Iienorando una característica central del sistema estaduni- 
dense, que era su grado de diversificación y masificación. Los reforma- 
dores brasileños no se dieron cuenta por tanto de la creciente demanda 
por educación superior que ya estaba en curso, y trataron de fijar en ley 
un modelo único de universidad de investigación para todo el país, una 
vuelta a Berlín. De esta manera una versión adaptada del sistema nor- 
teamericano de graduate education se superpuso a un sistema francés O 
italiano de facultades profesionales. 


Consecuencias de la Reforma 


La opción por un sistema elitista y cerrado tuvo una serle de consecuen- 
clas que llevaron a la srtuación actual, 60 años después. Del lado positivo, 
se creó un amplio sistema de cursos de maestría y doctorado sin símil 


en América Latina, asociado a un mecanismo razonable de control de 
calidad administrado por Capes, muy centrado en criterios estrictamen- 
te académicos, con algunas instrtuciones capaces de mantener facultades 
profesionales de alta calidad. Del lado negativo, ya en los años 60 surgió 
el problema de los “excedentes”, estudiantes que eran aprobados en 
los exámenes de selección de las universidades públicas, pero quedaban 
excluidos porque no cabían en los cupos (Braghin!, 2014). La solución fue 
permitir que el sector privado se expandiera rápidamente para absorber 
la demanda, sin las mismas exigencias académicas de las instituciones pú- 
blicas, que quedaron relegadas al papel. 

La otra consecuencia fue que el modelo formal de la universidad de 
investigación se replicó mucho más rápidamente, con la creación de nue- 
vas universidades federales y algunas redes similares en diferentes esta- 
dos, que la capacidad de llenarlas con personas con formación y compe- 
tencias necesarias para hacer investigación y enseñanza de alto nivel. Al 
comienzo muchos profesores fueron contratados de forma temporal, 
sin pasar por los mecanismos estrictos de concurso, y fueron después 
incorporados de manera permanente; los exámenes de selección de 
profesores, cuando ocurrían, seguían los patrones locales de prestigio y 
calidad, no siempre muy exigentes. Una vez contratados, los profesores 
adquirían el estatus de funcionarios públicos, con derecho a estabilidad 
en su puesto y jubilación temprana sin reducción de sueldo. Esto llevó a 
una tercera consecuencia, Igualmente importante, que fue el alto costo 
por estudiante de la educación superior pública, muy superior a lo que 
ocurría en los demás países de Latinoamérica. 

La lentitud del crecimiento de la educación superior pública hizo po- 
sible que el sector privado empezara a desarrollarse. La Iglesia Católica, 
que en los años 30 intentó controlar la educación pública, decidió en los 
años 40 crear su propia institución, la Pontificia Universidad Católica de 
Rio de Janeiro, a las cuales fueron sucediéndose otras, religiosas y no. En 
1960, 41% de las matrículas ya lo hacía en instrtuciones privadas. Con 
las facilidades creadas para el sector privado para absorber la creciente 
demanda por acceso, esta proporción aumentó rápidamente. Al final 
de la década, en 1970, llegó a 50%, y, en 1980, a 62% de las matrículas 
(Levy, 1986). 


Más allá de las universidades confesionales y un pequeño número de 
instituciones de orientación local y comunitaria, la educación superior 
privada se transformó en un negocio principalmente lucrativo, que sin 
embargo no podía presentarse como tal porque, como solía ocurrir en 
otras partes de América Latina, la legislación establecía que estas imstrtu- 
ciones debían tener carácter filantrópico. En los años 90 una nueva legis- 
lación permitió que las instituciones privadas optaran por transformarse 
en empresas con fines de lucro, y cerca de la mitad lo hicieron. Como 
resultado, en 2018, la mitad de los estudiantes estaban en instrtuciones 
privadas con fines de lucro, y un cuarto en instrtuciones privadas no- 
minalmente filantrópicas, si bien de hecho estas podían tener también 
objetivos comerciales. 


Gráfico |. Matrículas en cursos de graduación, 1980-2018 
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A pesar de la gran expansión de la educación superior a partir de los 
años 90, el modelo elitista establecido por la reforma de 1968 no ha 
cambiado sustancialmente. La Constitución de 1988, promulgada des- 
pués del régimen militar, establece, en su artículo 207, que “las universi- 
dades gozan de autonomía didáctico-científica, administrativa y financiera 
y de gestión patrimonial, y obedecerán al principio de inseparablilidad 
entre docencia, investigación y extensión”, y no dice nada sobre otras 
formas de educación superior. La posterior Ley de Educación de 1996 
detalla cómo las universidades deben operar, pero tampoco habla de 
otras formas de educación superior, excepto al admitir la existencia de 
universidades especializadas. 

En la práctica, el Ministerio de Educación reconoce formalmente la 
existencia de tres tipos de instrtución de educación superior: universida- 
des, centros universitarios y facultades aisladas. Las universidades debían 
tener cursos de grado y posgrado de calidad en diferentes áreas de co- 
nocimiento e investigación; los centros universitarios tenían que tener 
cursos de grado de calidad, pero no necesariamente investigación ni pos- 
grado; y las facultades, finalmente, debían ofrecer cursos de graduación 
con un mínimo de calidad. Existen también requisitos relacionados con 
el número de profesores con doctorado y contratos de tiempo integral 
que se deben poseer para tener el estatus de universidad o centro uni- 
versitario, pero la gran diferencia es que ambas instituciones, al contrario 
de las facultades, no dependían del Ministerio de Educación para crear 
nuevas carreras y aumentar el número de cupos. Esta diferencia ha ge- 
nerado una gran presión de instrtuciones privadas por adquirir el estatus 
de universidad o centro universitario, atendida sin demasiadas exigencias 
por el Ministerio de Educación a través de los años. 


El mapa de las diferencias 


La diferenciación formal entre universidades y no universidades, públicas 
y privadas, adoptada en las estadísticas y en los procedimientos de regu- 
lación del Ministerio de Educación, no permite tener una idea clara de 
cómo funciona de hecho el sistema de educación superior que se formó 


a partir de la combinación entre el extremo de la búsqueda por Berlín 
y la expansión sin control del sector privado. Para llegar a una clastfica- 
ción más realista propusimos en otro trabajo una clasificación de nueve 
tipos de instituciones de educación superior para este país, combinando 
estadísticas de los cursos de graduación, disponibles en el Censo de la 
Educación Superior del Instituto Nacional de Investigaciones Educativas 
(INEP); de los cursos de posgrado, producidas por la agencia que coor- 
dima los programas de posgrado, CAPES, y otras fuentes (Schwartzman 
et al., 2021). 

El cuadro | resume las características principales de los tres tipos ge- 
nerales de instituciones públicas. Son en total 158 instrtuciones que atien- 
den a 25% del total de las matrículas en el país. De estas, 16 tienen más 
de 30 mil estudiantes y pueden ser clasificadas como “multiversidades”, 
con una proporción significativa de estudiantes en cursos de posgrado e 
Índices relativamente elevados de productividad científica. Dicho grupo 
incluye las tres universidades del Estado de Sáo Paulo (USRF Universidad 
de Campinas y la Universidad del Estado de 5Sáo Paulo), siendo las demás 
universidades federales. Las universidades del primer grupo son las que 
más se aproximan en Brasil al ideal de Berlín, en su versión presente, 
pero ninguna de ellas hace parte de las cien mejores universidades del 
QS World University Rankings (USR la instrtución mejor evaluada de 
Latinoamérica, se encuentra en la posición | 16 el año 2021). 

El segundo grupo es semejante al primero excepto que son menores 
en tamaño y no todas poseen estatus universitario, como el Instrtuto Mi- 
Irtar de Ingeniaría y la Facultad Estadual de Medicina de Sáo José do Rio 
Preto, en el estado de Sáo Paulo. Comparadas con las grandes mutiver- 
sidades, estas instituciones son menos selectivas, tienen más alumnos en 
cursos técnicos y de salud, y menos estudiantes en cursos de posgrado. 

El tercer grupo reúne 124 instrtuciones federales y estaduales y posee 
en total l.3. millones de alumnos. Ellas son semejantes a las otras dos en 
términos del número de alumnos por profesor y la proporción de pro- 
fesores en contratos full-time, pero muestran diferencias importantes en 
tanto tienen pocos alumnos en cursos de posgrado, menos profesores 
con doctorados, bajo nivel de producción científica y son menos select!- 


vas y eficientes en términos del número de alumnos que concluyen sus 
cursos en hasta 8 años. 


Cuadro |. Tipo de instituciones públicas 


Grandes Pequeñas Instituciones 
multiversidades instituciones centradas en 
con posgrado e con posgrado e | enseñanza de 
investigación investigación primer grado 

Número de 

instituciones 

Alumnos por 

profesor 

Total de alumnos 

(graduación y 112468 223.802 

pos_ 


% en cursos de 
posgrado 


% de profesores 
doctores 


% profesores en 
contratos full-time 


Publicaciones 
científicas por 
profesor 


% de alumnos en 
ciencias sociales y 
humanidades 


302 


% que concluye 
los cursos en 
hasta 9 anos 


02; 





Edad promedio 53 24.8 26,3 
de los alumnos 





% de alumnos que 
vienen de escuelas | 41, | LO 60,5 
públicas 


Fuente: elaboración propia sobre las bases de datos del Censo da Educacáo Superior (Ministerio de 
Educación / INEP) y Plataforma Sucupira (Ministerio de Educación / CAPES). 


El cuadro 2 presenta cuatro grupos distintos de instituciones privadas. 
En un extremo hay un grupo de 19 instituciones con más de 30 mil 
estudiantes, entre las cuales algunas tienen incluso más de 200 mil (Un- 
versidade Paulista, Centro Universitario Leonardo da Vinci, Universidade 
Estácio de Sá y Universidade Pitágoras). En realidad, se trata de grandes 
redes de instituciones locales que operan bajo una coordinación centra- 
lizada haciendo uso de los mismos materiales didácticos, procedimientos 
de administración de recursos financieros, políticas de contratación de 
personal y, cada vez más, métodos de clases a distancia. Estas redes se 
han formado por un proceso de compra e integración de instituciones 
preexistentes, que en muchos casos permanecen con sus denominacio- 
nes orlginales, creando una ambigúedad en la definición de lo que es una 
institución educativa y cuál es su propietaria. Con cerca de 25% de toda 
la matrícula, este es el sector más capitalista de la educación superior 
del país, pero de hecho es muy poco o casi nada académico, porque 
se trata, casi exclusivamente, de la venta de servicios educativos a bajo 
costo para una población más vieja que no tuvo acceso a la educación 
superior pública. 


Cuadro 2. Tipos de instituciones privadas 


Grandes Instituciones Otras Facultades 
instituciones comunitarias O universidades alsladas 
privadas confesionales y centros 

universitarios 

privados 


Número de 78 225 MIO 
Instituciones 

Total de alumnos | 2.330.202 659.436 1.670.452 22/38.335 
(primer grado y 

posgraduación) 


% en cursos de 513 0.73 0,14 
posgrado 


% de alumnos em | 6450 58,40 49,70 65,00 
ciencias sociales y 
humanidades 


% de alumnos en 
cursos nocturnos 
o a distancia 





Número de 
alumnos por 
profesores 


% de alumnos que 
vienen de escuelas 
públicas 


% que concluye 
los cursos de 
hasta 8 años 


Edad promedio 
de los alumnos 





Fuente: elaboración propia sobre las bases de datos del Censo da Educacáo Superior (Ministerio de 
Educación / INEP) y de la Plataforma Sucupira (Ministerio de Educación / CAPES). 


El segundo grupo, bastante heterogéneo, junta instrtuciones privadas sin 
fines de lucro que tienen un objetivo académico o educativo y una vin- 
culación más fuerte con un sector de la sociedad: instituciones religiosas, 
como las universidades católicas y protestantes; universidades de orien- 
tación religiosa, y universidades comunitarias, muchas de ellas pertene- 
cientes a Asociación Brasileña de Instrtuciones Comunitarias de Educa- 
ción Superior. Son en total /8 instituciones con 660 mil estudiantes, una 
fracción del total de la matrícula del país. Entre los dos últimos grupos, 
la principal diferencia es que el tercero reúne instituciones que tienen 
estatus de universidad o centro universitario, mientras que el cuarto son 
en cambio facultades aisladas. 

Al comparar los cuatro grupos, se observa que el grupo 2, de las 
instituciones comunitarias o confesionales, se aproxima un poco más a 
las públicas al tener cursos de posgrado, aunque en pequeña propor- 
ción, alumnos más jóvenes y de condición social un poco más alta. La 


gran diferencia entre el grupo l y los demás corresponde al número de 
estudiantes por profesor, lo que tiene que ver con la adopción aquí de 
educación a distancia, con la distribución de los mismos contenidos y la 
administración centralizada de las clases. En los cuatro tipos, casi todos 
los alumnos estudian a la noche o a distancia, pero, en el grupo l, pre- 
domina la educación a distancia. Esto lleva a una gran reducción en el 
costo por estudiante en este grupo, amenazando la sobrevivencia de las 
instituciones privadas más tradicionales. Si bien todavía no se conoce ple- 
namente el impacto de la epidemia del coronavirus en el sector privado, 
las primeras estadísticas disponibles muestran que muchas de las instrtu- 
ciones más pequeñas y, al mismo tiempo, menos eficientes no tendrán 
condiciones de seguir existiendo y que la tendencia a la concentración 
seguirá aumentando. 

Esta clasificación incluye además dos tipos de instituciones con pocos 
estudiantes, pero bastante significativas desde otros puntos de vista. El 
primer grupo son instituciones con más de 50% de los estudiantes en 
cursos vocacionales, de corta duración, que en Brasil reciben el nom- 
bre de “tecnológicos”. Son 220 instituciones, con un total de |7/1| mil 
estudiantes. Hacen parte de este grupo /3 “facultades de tecnología” 
administradas por el Centro Paula Souza, que pertenece a la Secretaría 
de Desarrollo Económico del Estado de Sao Paulo, que incluye también 
a más 223 escuelas vocacionales de nivel medio. Se incluyen también 29 
instituciones mantenidas por el sistema nacional de aprendizaje indus- 
trial o comercial, que se dedica prioritariamente a la formación técnica 
inicial, sin vinculación con la red de educación formal. Por último, existe 
lgsualmente una red de 40 Instrtutos Federales de Educación, Ciencia y 
Tecnología, que tuvieron origen en un conjunto de escuelas técnicas fe- 
derales de nivel medio que en 2008 adquirieron status universitario, si 
bien solamente cerca 30% de sus estudiantes de nivel superior están en 
cursos vocacionales. En total, cerca del 8% de los estudiantes de nivel 
superior en Brasil están en cursos vocacionales, una proporción mucho 
menor que en la gran mayoría de países. 

El último grupo de instituciones considera cerca de 85 instituciones 
pequeñas que se dedican exclusivamente a cursos de posgrado y a la 


investigación científica, con un total de 20 mil estudiantes. Son institutos 
asociados al Ministerio de Ciencia y Tecnología, a Ministerios especia- 
lizados, a secretarias estaduales, o a hospitales, y pueden ser también 
privadas. La categoría incluye a algunas instrtuciones importantes y de alta 
calidad, como el Instituto de Matemática Pura y Aplicada (IMPA), el Ins- 
tituto Tecnológico de Aeronáutica y el Instituto Butantan en Sáo Paulo. 


Estrategias institucionales 


Como se puede suponer, las estrategias de diferentes tipos de institucio- 
nes para mantener y ampliar sus recursos son también muy distintas. En 
el sector público la principal estrategia es la “voz” en sentido de Hirsch- 
man: conseguir más recursos presupuestales, proclamando su superio- 
ridad en comparación con el sector privado, en términos de calidad, y 
moralmente, por no tener objetivos de lucro; movilizarse políticamente 
y hacer lobby con políticos locales para garantizar que el Congreso inclu- 
ya en el presupuesto anual los recursos necesarios para las instrtuciones. 
Existe también un trabajo constante de aproximación a la burocracia del 
Ministerio de Educación para que las autorizaciones de gastos se cum- 
plan efectivamente, lo que no siempre ocurre en épocas de contención 
financiera del gobierno central. 

La limitación de recursos, que se ha acentuado desde la crisis eco- 
nómica empezada en 2015, estimula a que las instituciones públicas 
busquen recursos adicionales en el mercado, si bien estas tienen baja 
capacidad para hacerlo y encuentran mucha oposición interna cuando 
buscan moverse en esta dirección. De hecho, las universidades federales 
gozan de mucho menos autonomía de lo que establece la Constitución. 
En el sistema federal, los presupuestos y número de plazas de profesores 
y empleados son fijados por el Congreso y el Ministerio de Educación, 
los sueldos y formas de contratación de profesores y empleados obede- 
cen a niveles y reglas iguales en todo país, las carreras son uniformes y, 
por último, no pueden cobrar aranceles a los estudiantes. Los sueldos y 
jubilaciones son pagados directamente por el Ministerio de Educación y 


llegan a cerca de 90% de todo lo que se gasta con las universidades. Esta 
homogeneidad de sueldos y carreras fue una conquista de los sindicatos 
de profesores de las universidades públicas, que actúan fuertemente en 
la elección de los rectores, y resisten a toda política que pueda significar 
diferenciación de sueldos y carreras y vinculación de recursos a medidas 
de desempeño de cualquier naturaleza. Internamente, las instituciones 
públicas son en este sentido muy rígidas, con un fuerte control político 
de los rectores y otras autoridades por consejos académicos de diferen- 
tes niveles y la presión de los sindicatos de maestros y empleados sobre 
los rectores que ayudaron a elegir. Esto signtfica que las disputas políticas 
por sueldos y condiciones de trabajo, cuando ocurren, no se dan en el 
interior de las instituciones, sino en la relación de las instrtuciones en su 
conjunto y con el gobierno federal. Los sistemas estaduales son seme- 
Jantes, excepto en el Estado de Sao Paulo, donde el presupuesto de las 
universidades es un porcentaje fijo do los impuestos estaduales y ellas 
tienen más libertad de manejarlos, aunque según normas rígidas de pago 
de profesores y contratación de servicios. 

Tomando en cuenta el número de alumnos por profesor y la pro- 
porción de profesores en contratos full-time, se puede suponer que los 
costos por alumno en los tres grupos de instituciones públicas son seme- 
Jantes. Todas ellas dependen de presupuestos públicos para mantenerse, 
pero las instrtuciones que tienen más programas de posgrado e investiga- 
ción pueden obtener recursos adicionales de agencias públicas de apoyo 
a estos programas, como Fapesp o el Consejo Nacional de Investigacio- 
nes Científicas, CNPq, y hacer contratos de cooperación técnica con 
empresas estatales o privadas. Otra fuente de recursos adicionales son 
cursos de especialización para estudiantes que no son alumnos regulares, 
y que por esta razón pueden ser cobrados. 

Para manejar estos recursos adicionales, muchas universidades pú- 
blicas han creado fundaciones privadas que manejan los recursos de 
proyectos y contratos según las reglas del derecho privado. Estas fun- 
daciones muchas veces no son controladas por las rectorías, sino por 
los instrtutos o facultades profesionales, lo que les permite mejorar sus 
instalaciones, adquirir equipos y pagar más a sus profesores. Esto crea un 
fuerte contraste entre las condiciones de trabajo de algunos sectores, 


como los de ingeniería y economía, y otros, como los de ciencias sociales 
y humanidades, lo que muchas veces se traduce en conflictos ideológicos 
sobre la legrtimidad de estas actividades extracurriculares. 

Los gobiernos del Partido de los Trabajadores, a partir de la elección 
de Lula, invirtieron muchos recursos en la expansión del sistema federal 
y también en el del sector privado. La ampliación del sistema federal 
resultó a partir de 2007 en un programa denominado “Reuni” que tenía 
por objetivo duplicar el número de estudiantes en parte por la creación 
de cursos nocturnos que hasta entonces no existían en las universidades 
federales. En 2012 se aprobó legislación estableciendo que la mitad de 
los estudiantes en las universidades federales deberían ser seleccionados 
por cuotas para no blancos o que provinieran de escuelas públicas. Esto 
ha llevado a un cambio importante en la composición social de los alum- 
nos en estas universidades, pero no a transformaciones en las carreras ni 
en la creación de mecanismos apropiados de apoyo a los estudiantes que 
comenzaron a llegar a las universidades públicas y que presentaban mu- 
cho menos condiciones de cumplir los requisttos académicos que aque- 
llos de origen social más elevada. Cerca de mitad de los estudiantes que 
entran en las universidades públicas hoy no terminan sus cursos, y hay 
indicaciones, con datos de los estudiantes que participan de un examen 
periódico de evaluación de los cursos (ENADE), que solamente cerca 
de un tercio de los que entran por mecanismos de cuotas llegan al final 
los cursos. Desde 2009 existe un examen nacional de ingreso para las 
universidades federales, que distribuye cerca de 250 mil plazas cada año 
a cerca de > a 6 millones de personas que se presentan, cuyos resultados 
son también utilizados para la distribución de becas en el sector privado. 
En particular, hay dos puertas de entrada para este examen, la de los que 
tienen derecho a cuotas y la de los demás, si bien la prueba es la misma 
y el número de puntos requeridos para entrar en las carreras más de- 
mandadas es prácticamente Igual para los dos grupos. Esto significa que 
los estudiantes que tienen derecho a cuotas también participan de un 
proceso fuertemente selectivo, que beneficia especialmente a aquellos 
que vienen de las pocas escuelas públicas federales, también selectivas, 
que existen en el país. 


El cambio de la composición social de los estudiantes del sector públi- 
co, combinado con las restricciones presupuestarias que se acentuaron a 
partir de la crisis económica de 2015, y los conflictos recurrentes entre 
las universidades federales y el gobierno que llevaron muchas veces a 
huelgas prolongadas, hizo que estas instituciones se alejaran cada vez más 
del ideal de Berlín, sin que fueran capaces de evolucionar hacia un siste- 
ma efectivamente diferenciado. Las universidades públicas de Sáo Paulo 
se resistieron mucho más que las federales a este proceso de mastfica- 
ción: no participan del examen nacional para la selección de sus alumnos, 
y tardaron en crear sistemas propios de cuotas, tratando de hacer con 
que los estudiantes que entrasen por esta vía se integren más a sus ca- 
rreras tradicionales. Pero al mismo tiempo es preciso reconocer que se 
ha hecho un esfuerzo organizado para crear un sistema público estadual 
diferenciado, a pesar de la experiencia que ya existe en el Estado con las 
facultades de tecnología del Centro Paula Souza. El resultado es que, en 
el Estado de Sáo Paulo, la proporción de estudiantes en el sector privado 
es de 90%, comparado con /5% en el país como un todo. La Univers!- 
dad de Campinas, creada en 1962 con la idea de que sería una versión 
brasileña del MIT, es la que más ha avanzado en una estrategla Institu- 
cional de diversificación de fuentes de financiación, tratando de tratado 
de encontrar nuevas formas de diversificación interna de su alumnado, 
si bien sigue siendo una Institución fuertemente selectiva y dependiente 
de recursos públicos. 

Las instituciones privadas, en el otro extremo, son totalmente libres 
para manejar sus recursos y cobrar a los estudiantes. lal como el sector 
público, ellas están organizadas en asociaciones nacionales y tienen una 
fuerte actividad de lobby ante el Ministerio de Educación, en particular 
para obtener autonomía para crear nuevos cursos y no someterse a me- 
canismos rigurosos de evaluación externa. Hasta el año 2000 el sector 
privado no tenía prácticamente acceso a recursos públicos, excepto para 
algunos programas de posgrado e investigación en pocas universidades, 
como la Universidad Católica de Rio de Janeiro. En 2004 el gobierno 
federal creó un programa de exención de impuestos a cambio de un 
determinado número de matrículas para estudiantes más necesitados 


(programa Prouni) y expandió el sistema de préstamos educativos ga- 
rantizados por el gobierno federal, el cual aumentó 10 veces entre 2005 
y 2014, llegando a 7/33 mil nuevos contratos de cuatro años (Ministério 
da Fazenda, 201 7). Esto convirtió a la educación superior privada en un 
gran negocio que atrajo grupos financieros importantes en el país y en 
el exterior. 

El sector privado también ha sufrido fuertemente con la crisis eco- 
nómica desde 2015, sobre todo por la gran reducción del programa de 
préstamos estudiantiles, la dificultad del público de pagar los aranceles 
cobrados, y su Ineficiencia, medida por el porcentaje de estudiantes que 
completan sus carreras, que es aún menor que el de las públicas. El sec- 
tor privado ha buscado adaptarse a esta situación de diferentes mane- 
ras. Primero, mediante la concentración progresiva del sector, eliminan- 
do muchas de las instrtuciones más chicas y menos eficientes. Segundo, 
adoptando masivamente la educación a distancia, con el uso intensivo de 
tecnología, para reducir costos. lercero, aumentando la oferta de cursos 
vocacionales. Y, finalmente, para un pequeño segmento, sobre todo en 
términos de economía y administración, tratando de competir con el 
sector público en términos de calidad, cobrando aranceles altos y atra- 
yendo estudiantes que antes otorgaban su preferencia a las instrtuciones 
públicas. 


Conclusiones 


La cuestión es hasta qué punto se puede prever que la educación supe- 
rior como un todo puede ser concebida en Brasil mediante el modelo 
de “capitalismo académico” que aparentemente se ha observado en gran 
parte del sector privado. La respuesta depende en parte de lo que en- 
tendemos por este término, porque, así como existe una gran variedad 
de capitalismos económicos, del sueco al chino, pasando por el americano 
y el japonés, también pueden existir muchas variedades de “capitalismo 
académico”, afectando la cultura administrativa de las instrtuciones, los 
procesos de distribución de los recursos públicos, los puentes que las 


instrtuciones establecen con agencias y empresas públicas de tecnología, 
su relación con la demanda de diferentes categorías de estudiantes, etc. 

Una manera de entender estas variedades es la idea de diferentes 
etapas de capitalización, propuestas por Bob Jessop, que empieza por ca- 
pitalización de los recursos (capacidad de investigación, calidad de la en- 
señanza, prestigio institucional), los cuales progresivamente pasan a ser 
vistos como bienes a ser negociados en el mercado. La segunda etapa es 
la capitalización misma, la entrada en mercados competitivos promovien- 
do la venta de los servicios, que requiere también importantes cambios 
en las estructuras administrativas, que necesitan actuar ahora de forma 
empresarial. La tercera etapa es la financiarización, esto es, cuando las 
instituciones entran en el mercado financiero buscando inversiones prl- 
vadas y pasan a ser administradas por la lógica estricta de la rentabilidad 
económica (Jessop, 2018). Siguiendo esta clasificación, las instituciones 
que dependen de recursos públicos, aunque adopten procedimientos 
administrativos más cercanos a los de las empresas y establezcan lazos 
de cooperación con estas, muy difícilmente llegarán a los niveles extre- 
mos de capitalización y financiarización de sus recursos y de su lógica 
institucional. 

Otra manera de entender el concepto es en términos del contraste 
que hacía Max Weber entre los sistemas de estatus, basados en dife- 
rencias de prestigio, y el sistema de clases, basado en la monetización 
de las relaciones sociales. Los sistemas educativos, son, en gran parte, un 
mecanismo de administración de posiciones de prestigio social, o sea, de 
estatus, aunque también produzcan bienes que tienen valor de mercado, 
como las investigaciones aplicadas y la formación de recursos humanos 
para el mercado de trabajo. Los sociólogos, de Pierre Bourdieu a Randall 
Collins y Alison Wolf, tienden a poner énfasis en las dimensiones de esta- 
tus, hablando de credenciales, caprtal cultural y la educación como un bien 
“posicional” (Bourdieu y Passeron, 1966; Collins, 1979; Wolf, 2002); los 
economistas, en cambio, suelen dar énfasis en las dimensiones de recursos 
humanos (Becker, 19/73; Schultz, 1994). Pocos se dan cuenta no obstante 
de que no se trata de interpretaciones opuestas, sino de dimensiones 
que coexisten en los sistemas educativos. Puestos en estos términos, la 


proposición de que los sistemas de educación superior tienen a moverse 
en la dirección del capitalismo académico significa decir que ellos tienden 
a perder su dimensión de estatus y se transforman exclusivamente en ins- 
trtuciones de mercado. Esta tesis me parece tan extrema como la Marx y 
Engels en el Manifiesto Comunista, según la cual, con el caprtalismo, todas 
las instituciones de estatus relacionadas a diferencias religiosas, Ingúísticas, 
étnicas, nacionales y culturales Iban a deshacerse en el aire, lo que según 
la evidencia disponible no ha ocurrido. 

Albert Hirschman en Exit, Voice and Loyalty (1970), explica la de- 
cadencia de los ferrocarriles públicos por haber perdido el estatus de 
monopolio del transporte ante el sector privado de los aviones, buses 
y Camiones en las carreteras, con los cuales no pueden competir en el 
mercado, sin tampoco conseguir lograr mantener la lealtad ni respon- 
der a las voces de sus clientes y empleados. Lo mismo pasa con muchas 
universidades públicas, que pierden progresivamente su capacidad de 
“Voice” ante la competición cada vez más fuerte del sector privado, no 
solamente en la provisión de títulos universitarios de menor costo, pero 
también, cada vez más, en la oferta de cursos de alta calidad y prestigio, 
sobre todo en las ciencias económicas y administración. 

En el sector público, en la medida en que los subsidios públicos se 
reduzcan, y aumente la demanda por educación superior, se podría es- 
perar que las instituciones busquen cada vez más incorporar mecanis- 
mos administrativos y formatos institucionales semejantes a los adoptados 
por las empresas privadas. Pero hay muchos factores que presionan en la 
dirección opuesta. La Constitución brasileña no permite que se cobren 
aranceles en instituciones públicas y los profesores y empleados perderían 
muchos de sus derechos y beneficios de empleados públicos si las uni- 
versidades pasaran al régimen de empresas privadas. Y aunque pudieran 
hacerlo tendrían muchas dificultades en competir con el sector privado 
ya existente, que es mucho más eficiente y opera a costos mucho más ba- 
jos. De hecho, en este momento se discute en Brasil la necesidad de una 
reforma del sector público que aproximaría los contratos de trabajo del 
sector público a las reglas del sector privado, pero esto solamente se apli- 
caría para contratos futuros. Lo que se puede esperar con la reducción de 


los recursos públicos es un proceso de deterioro de muchas instrtuciones 
públicas, semejante al que ha ocurrido con los ferrocarriles, especialmen- 
te para aquellas sin posgrado y capacidad significativa de investigación. 

En contraste, el sector privado está mucho más cercano del modelo 
capitalista, si bien todavía actúa protegido, en parte, por los recursos 
públicos del sistema de exenciones fiscales y préstamos estudiantiles, y 
también por dos situaciones interconectadas de monopolio, el de las 
profesiones reguladas y el de la segmentación del mercado de trabajo 
para las personas con educación superior, que afectan también al sec- 
tor público. Brasil es seguramente uno de los países con el número más 
grande de profesiones reguladas legalmente, con mercados de trabajo 
protegidos para sus miembros y requisitos académicos que deben cum- 
plir para que estos tengan acceso a las profesiones (Andrade, 2018). 
Además, tener un diploma de nivel superior garantiza a las personas un 
ingreso 2,85 veces más alto de quien tiene solamente educación media, 
un diferencial de ingreso que se encuentra entre los más grandes en el 
mundo. Entre los que trabajan en actividades de nivel medio, tener o 
no un diploma superior lleva a una diferencia de 1,9 veces, lo que indica 
que no se trata solamente de una diferencia de productividad econó- 
mica (Datos de la Encuesta Nacional Continua de Hogares — PNAD 
continua — Instituto Brasileiro de Geografía e Estatística - IBGE, 2019). 
Esto asegura a las instituciones, tanto públicas cuando privadas, una gran 
demanda por sus servicios de certificación profesional y una tolerancia 
significativa por su ineficiencia. 

En los Estados Unidos, país en que se supone que el proceso de ca- 
pitalización de las universidades ha llegado a niveles más altos, lo que las 
más reconocidas universidades venden no es investigación aplicada ni la 
capacitación técnica de sus alumnos, sino el prestigio de sus profesores, 
de sus alumnos y de su nombre— y con esto logran atraer recursos de 
investigación académica y aplicada y a estudiantes de diferentes categorías. 
Los estudiantes de Harvard y Yale no pagan en este sentido cientos de 
miles de dólares por una capacitación que podrían adquirir por mucho 
menos en otras partes. Igualmente, los profesores más calificados aceptan 
trabajar en estas instituciones por mucho menos de lo que ganarían en el 
sector privado o en instituciones de segundo nivel. Y, en el otro extremo, 


instrtuciones educativas de orientación estrictamente comercial, como las 
que dominan el sector privado en Brasil, ocupan un nicho relativamente 
chico y de muy bajo prestigio en el sistema norteamericano. 

Burton R. Clark, en sus textos sobre las universidades emprendedo- 
ras se refiere a instituciones que buscan cumplir y ampliar sus objetivos 
académicos por el uso de mecanismos de gestión y disputa por merca- 
dos típicos de empresas privadas. Lo que caracteriza estas Instituciones 
no es que ellas se transforman en empresas capitalistas, sino que ellas 
logran, en un nuevo contexto, recrear muchas de las condiciones clásicas 
del trabajo académico de calidad, que incluyen la libertad académica, la 
coleglalidad de los profesores y la preocupación permanente con la for- 
mación amplia de sus estudiantes (Clark, 2001). En Europa occidental, las 
presiones sobre las universidades para que rindan cuentas del uso que 
hacen de los recursos públicos y se conecten más con las demandas del 
sector público y privado por ciencia, tecnología e innovación no ha lleva- 
do a la privatización de las instrtuciones, sino a la búsqueda de un “nuevo 
pacto” entre las universidades y la sociedad que pueda ser benéfico para 
todos (Gornitzka et al., 2007). 

En Brasil, este análisis de la evolución y situación actual de la educa- 
ción superior muestra que el sector público y privado tienen estrategias 
muy distintas para garantizar sus recursos y sobrevivir. En el sector pú- 
blico se trata de una estrategia que se presenta en términos académicos, 
pero que de hecho es especialmente política y burocrática. En el sector 
privado, en cambio, es una estrategia claramente capitalista, pero muy 
poco académica, que consiste básicamente en la venta masiva de cursos 
y credenciales de bajo costo, con el uso intensivo de nuevas tecnologías 
de administración y transmisión de contenidos. Entre los dos extremos 
existen partes del sector público, sobre todo en las instrtuciones con 
más capacidad de investigación y programas de posgrado, que tienen una 
actuación más emprendedora, compitiendo por recursos en las agencias 
de financiación de investigaciones y contratos con empresas públicas y 
privadas; y un pequeño segmento del sector privado que busca ofrecer 
una educación superior de calidad combinada con actividades de posgra- 
do, investigación y envolvimiento con la comunidad local. Puede ser que, 
con la crisis fiscal y económica que se está agravando con la epidemia del 


COVID 19, tanto el sector público cuanto el privado tengan que cambiar 
sus estrategias y este espacio intermedio crezca de los dos lados, con el 
avance de un sistema de educación efectivamente diferenciado y con 
más Capacidad de responder a las demandas de capacitación y conocl- 
mientos de la sociedad en diferentes niveles, pero este no es, ciertamen- 
te, un futuro asegurado. 
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REGÍMENES DE APRENDIZAJE, INCLUSIÓN 
SOCIAL Y ESTRATEGIAS DE INNOVACIÓN: 
DESAFÍOS PARA EL FUTURO 


Elizabeth Balbachevsky 


Introducción 


Existe una convergencia casi universal en señalar las políticas que amplían 
el acceso a la educación como un remedio esencial y duradero para los 
problemas de desigualdad social que marcan la realidad de todos los paí- 
ses en desarrollo. En particular, las políticas destinadas a ampliar el acceso 
a la educación superior son muchas veces identificadas como estrategias 
duraderas y robustas para la promoción de la inclusión social. Sin embar- 
go, también con frecuencia, en diferentes experiencias nacionales, esas 
políticas han frustrado las expectativas. 

Para entender estos resultados contradictorios de la educación sobre 
las estructuras de producción y reproducción de la desigualdad, es nece- 
sario mirar con cuidado dos dimensiones contradictorias de la educación 
en nuestras sociedades. Por una parte, la educación está intrínsecamente 
asociada a las dinámicas de reproducción de la desigualdad. La educación, 
y la jerarquía de títulos y certificados asociados a ella, limita el acceso a 
credenciales formales que regulan la participación en los segmentos más 
valorados del mercado de trabajo. Es también una de las principales es- 
tructuras formales conectadas a la reproducción de las variadas formas de 
capital social y cultural con impactos duraderos en la trayectoria de vida de 
una persona (Bourdieu, 2011). Por otra parte, la educación es necesaria 
lsualmente para los procesos de producción y reproducción de las compe- 
tencias y habilidades que crean las condiciones para que un joven graduado 
ingrese al mercado de trabajo con algo más que su capacidad genérica de 
trabajo (Busemeyer y Trampusch, 2012; Estevez-Abe et al., 2001; lversen 


y Soskice, 2001; Thelen 2004a). En esta dimensión, la educación tiene un 
impacto relevante en los procesos de movilidad e inclusión social (Ilversen 
y Soskice, 2001). 

Aunque las dos dimensiones estén presentes en todos los niveles de la 
educación, los efectos de la primera son más visibles cuando se considera 
los estándares de acceso a la educación superior. Esta dimensión depende 
de la calidad de la educación ofertada en todos los niveles, pero, más espe- 
cíficamente, está condicionada a la oferta de formación dirigida al desarrollo 
de competencias y habilidades reconocidas y valoradas en el mercado de 
trabajo, lo que está asociado a la oferta de educación técnica y tecnológica, 
y al estándar de interacción que la educación superior logra establecer con 
el mercado de trabajo.' 

Como proponen algunos autores (Estevez-Abe et al., 2001), la diver- 
sificación de trayectorias de formación de tales competencias y habilida- 
des, mediante la oferta de alternativas de educación técnica paralelas a 
la formación generalista, de carácter académico, en la educación básica, 
es Una pleza importante de la red de protección social que contrarresta 
la reproducción intergeneracional de la desigualdad. Tal diversificación, 
para los jóvenes excluidos de la trayectoria que termina en la universidad, 
abre la posibilidad de encontrar opciones de crecimiento y certificación 
de sus competencias y habilidades, permitiendo que ingresen al mercado 
de trabajo con algo más que la capacidad genérica de trabajo. 

La ausencia o un limitado desarrollo de tales trayectorias paralelas de 
formación fortalecen dinámicas notoriamente excluyentes. Cuando pasa 
eso, el acceso a la certificación profesional queda restricto a los que sobre- 





' Como toda institución compleja, la educación superior tiene múltiples funciones en la 
sociedad. En la mayoría de los países, es el ambiente de investigación por excelencia, par- 
ticularmente la investigación que busca avanzar en nuestro entendimiento fundamental 
del universo (Stokes, 2011). La educación superior también es parte de las instituciones 
sociales de sense-making, no solo cuando actúa como un foro para el debate, la crítica y 
el entendimiento de la naturaleza de los desafíos que se presentan ante la sociedad, sino 
también como pieza fundamental en la formación de la cultura cívica de las élites. Por 
esta razón, las políticas volcadas a la diversificación del acceso, particularmente para las 
instituciones de elite, son poderosas herramientas de transformación social. Aunque sin 
Isnorar estas otras dimensiones, este articulo pone el enfoque en el impacto más espe- 
cífico de la educación superior en el desarrollo de competencias y habilidades relevantes 
para la trayectoria en el mercado de trabajo. 


viven a los innumerables obstáculos de exclusión presentes en el camino 
que lleva a la educación superior en cualquier sociedad (Estevez-Abe et al., 
2001; Solga, 2002). Como recuerda Rosenbaum (2001), un sistema edu- 
cacional con enfoque en la preparación de los jóvenes para la educación 
superior condena, de hecho, a todo joven excluido del camino escolar que 
lleva a la universidad a enfrentar el mercado de trabajo en desventaja. Sin 
un perfil de competencias o habilidades más amplio y certificado, tal joven 
tendrá una trayectoria ocupacional muy limitada y con pocos recursos para 
luchar contra la mercantilización de su capacidad de trabajo (Esping-Ander- 
sen, 1990). 


Regímenes de formación de habilidades y dinámicas de 
inclusión social? 


Por lo tanto, para aquilatar los efectos de la educación sobre las dinámicas 
de exclusión/inclusión social, es necesario considerar simultáneamente el 
impacto de las políticas de acceso a la educación superior y de las que 
buscan ampliar y consolidar la oferta de formación técnica y tecnológica. 
Los dos tipos de políticas públicas configuran lo que podríamos llamar de 
regímenes nacionales de formación de habilidades y competencias. La FI- 
gura | presenta una tipología de estos regímenes, considerando las dos 
dimensiones. 





2 La tipología presentada aquí ha sido elaborada y discutida por primera vez en el artículo 
“Varieties of learning regimes and their impact on social inclusion” (Balbachevsky, 2021). 


Figura |. Tipología de regímenes de aprendizaje 


Nivel de inclusión 
de la Educación Superior 


Alto 
Régimen liberal de Régimen de aprendizaje coordinado 
aprendizaje contemporáneo 
Nivel de inclusión de la 
educación técnica Bajo Alto 





Régimen de Régimen de aprendizaje 
aprendizaje binario tradicional 
jerárquico 


Fuente: Elaboración propia 


Diferentes niveles de acceso a la educación superior pueden com- 
binarse con diversos grados de oferta de formación técnica, originando 
diferentes regímenes de aprendizaje, como muestra la Figura |. Así, los 
Países que se caracterizan por un amplio acceso a la educación superior 
y por una oferta limitada de opciones para la formación técnica, espe- 
clalmente en la educación secundaria, corresponden a lo que la literatura 
llama “economías liberales” (1helen, 2014) y forman lo que he deno- 
minado régimen liberal de aprendizaje. Á lo largo del siglo XX, especial- 
mente después de la Segunda Guerra Mundial, países con este régimen 
han experimentado una acelerada expansión de la educación secundaria 
en su formato tradicional generalista. A partir de al menos los años 1950, 
tal expansión ha dado origen a un rápido aumento de la demanda por 
acceso a la educación superior. Desde al menos los años 1970, ese nivel 
de educación alcanzó un porcentaje significativo de los jóvenes, configu- 
rando lo que la literatura llama de acceso masivo, quizás casi universal, a 
la educación superior (Trow, 1972, 2000). 


Países con este perfil tienen una educación superior bastante diversa. 
Las instituciones ofertan una gran variedad de opciones de formación y 
certificación, ya sea en la graduación como en el postgrado. De hecho, el 
postgrado en estos países ha experimentado muy temprano un intenso 
proceso de diversificación, que separó la formación para la investigación 
(en general asociada al doctorado) de la formación profesional avanzada 
(en general asociada a la maestría). Además de la diversificación, la edu- 
cación superior de estos países es altamente jerarquizada y el mercado 
de trabajo paga un premio especial a los graduados por universidades 
que ocupan la cima de la pirámide de prestigio. 

En tales países, si las perspectivas de carrera son poco brillantes para 
los que se gradúan en instrtuciones de educación superior de bajo pres- 
tigo, los que no logran siquiera esta formación enfrentan condiciones 
francamente adversas. En efecto, los que ingresan al mercado de trabajo 
sin completar la educación superior se ven prisioneros de una trampa 
donde la baja calificación confina al trabajador a empleos precarios con 
pocas oportunidades de carrera. Además, la ausencia de caltficación, que 
limita severamente el acceso a buenos empleos, restringe el acceso a 
opciones de calificación, perpetuando la exclusión social. 

En los países con este perfil, es dramático el impacto de la revolu- 
ción tecnológica, propiciada por la globalización y el aparecimiento de la 
industria 4.0, especialmente para los que no tienen un diploma de edu- 
cación superior. Al mismo tiempo, la difusión de las nuevas tecnologías 
destruye nichos de trabajo más tradicionales, expandiéndose el abismo 
que separa los profesionales calificados e inseridos en los mercados más 
dinámicos y productivos y los que están empleados precarlamente en la 
prestación de servicios agenciados por start-ups y otras modalidades de 
empresas de tecnología. 

El régimen de aprendizaje binario tradicional describe el 
arreglo tradicional que se ha desarrollado en un número importante de 
países europeos en el siglo XX y que la literatura sobre variedades del 
capitalismo ha llamado de economías coordinadas (Hall y Soskice, 2001; 
Thelen, 2004b, 2014). En estos países, el acceso a la educación superior 
es tradicionalmente limitado. Procesos de selección, que, muchas veces, 


ocurren muy temprano en la vida escolar, direccionan una parte de los 
estudiantes para otras trayectorias que, si bien no impiden el acceso a la 
educación superior, imponen duros obstáculos! a este acceso (Powell y 
Solga, 2011). Aunque aparentemente cruel, este modelo históricamente 
ha comportado en paralelo la emergencia de dinámicas sociales solida- 
rias (Thelen, 2014). La diversificación de las trayectorias de formación 
ha significado, en la práctica, que las opciones de calificación estén en 
principio abiertas para casi todos. Ese diseño beneficia particularmente 
a los niños de familias de bajos ingresos, las cuales son más castigadas 
por la lógica merttocrática implícita en la trayectoria que da acceso a 
la universidad en todos los países (Esteves-Ane et al., 2001). El amplio 
acceso a opciones de formación técnica, por su parte, ha permitido que 
la gran mayoría de los jóvenes —-ncluso los que abandonan los estudios 
antes de llegar a la educación superior— entren al mercado de trabajo 
con credenciales que certifican un perfil específico de habilidades y com- 
petencias, no solamente con una capacidad genérica de trabajo (Solga y 
Kolhlrausch, 2013). 

El acceso a posiciones calificadas, a su vez, alimenta dinámicas positi- 
vas que estimulan una especialización creciente. No solo el desempleo 
entre jóvenes es tradicionalmente menor en países con este régimen de 
formación, sino también, en promedio, el tiempo de permanencia en 
el mismo empleo es significativamente mayor, incluso entre los que no 
tienen diploma de educación superior (Ludwig-Mayerhofer et al., 2011). 

El impacto de la revolución tecnológica y de la globalización en países 
con este régimen de formación es una cuestión abierta. Paradójicamente, 
en algunos países, el éxito de la resistencia a las dinámicas asociadas a la 
elobalización ha debilitado las dinámicas de solidaridad descritas anterior 
mente. Siempre que el éxito de tal resistencia ha sido circunscrito solo a 
los sectores más organizados, protegidos por sindicatos más fuertes, el 
resultado ha sido un fomento de la desigualdad, pues la resistencia ha re- 
forzado la segmentación y la dualización del mercado de trabajo. En esta 





' Los obstáculos varían de país para país. Actualmente, en la mayoría de los obstáculos se 
consustancian en la exigencia de una trayectoria de formación inusitadamente larga para 
que un joven con formación técnica sea aceptado en la universidad, 


trayectorta, la educación técnica ha permanecido restringida a algunas pro- 
fesiones y sectores industriales. En tales sectores se han producido arti- 
culaciones en donde la nueva tecnología apoya la decisión humana, lo que 
crea una demanda de trabajadores con perfiles de amplias y sofisticadas 
competencias y habilidades. Mientras tanto, en otros sectores de la econo- 
mía, la revolución tecnológica ha resultado en la transferencia de la decisión 
para los artefactos, limitando el espacio de autonomía de los empleados 
y fomentando trabajos precarios y sin horizonte de futuro (Carstensen y 
Ibsen, 2019; Dworschak y Zalser, 2014). 

En otros países, el régimen binario de aprendizaje ha evolucionado 
en lo que podríamos caracterizar como un régimen coordinado de 
aprendizaje. En estos casos, no solo el acceso a la educación superior ha 
crecido, sino que también la oferta de trayectorias de formación tecno- 
lógica ha permanecido amplia e inclusiva. Tal combinación es apoyada por 
un conjunto de cambios que ocurrieron simultáneamente en la educación 
superior y en la educación técnico-profesional. En la educación superior, 
tales cambios produjeron un sistema que reconoce pocas distinciones 
de prestigio entre las instituciones e incentiva la adopción de trayectorias 
flexibles de formación, además de una gran inversión en la oferta de op- 
ciones de formación continua (Pinheiro y Antonowicz, 2015). En particu- 
lar, la educación técnica ha caminado en dirección de la modularización de 
las trayectorias de formación y en el desarrollo de robustas herramientas 
para el reconocimiento de habilidades aprendidas fuera del ambiente es- 
colar. Este formato de la educación técnica permite la individualización 
de portafolios de habilidades y competencias y crea múltiples entradas 
y salidas del sistema educacional, eliminando el estigma que, en muchas 
sociedades, suele estar asociado a trayectorias de recalificación técnica 
(Thelen, 2014). Además, en estos países, se puede notar un creciente 
desmantelamiento de las delimitaciones que tradicionalmente separan la 
formación técnica de la educación superior. La universidad asume un ethos 
de servicio, mientras que las escuelas técnicas y universidades de ciencias 
aplicadas experimentan un drift académico (Pinherro, 2012). Como resul- 
tado, crece acá no solo el flujo de estudiantes de formación técnica para la 
educación superior, sino también en sentido contrario —de la educación 


superior para la formación técnica—, lo que contribuye a mitigar el ele- 
mento jerárquico que tradicionalmente separó la formación superior de 
la formación técnica y tecnológica (Pukka, 2012). 

Finalmente, el último tipo que nos toca investigar es el que está más 
próximo de la realidad latinoamericana: el régimen de aprendizaje 
jerárquico, que se caracteriza por un bajo acceso a la educación supe- 
rior y también a la educación técnica-profesional. En estos regímenes el 
sistema escolar funciona como un ducto con múltiples puntos de fuga, 
expeliendo una parcela significativa de los estudiantes antes de que con- 
cluyan su formación (Riberro, 1991). La educación secundaria es ofrecida 
en este caso predominantemente en la modalidad generalista y académI- 
ca y su lógica dominante es preparar para el acceso a la educación supe- 
rior. El carácter escolástico y selectivo de la educación secundaria, poco 
preocupado con el desarrollo de competencias para el trabajo, se suma 
a la ausencia o a una oferta muy limitada de opciones de formación téc- 
nica. Juntas, las dos dinámicas producen un sistema escolar que refuerza 
la estratificación social, reproduciendo y magnificando las desigualdades 
sociales. 

En países con este perfil, una credencial académica es intensamente 
valorada. lal dinámica sostiene fenómenos asociados al credencialismo 
(Cuevas, 1998), o sea, la segmentación generalizada del mercado de tra- 
bajo en nichos protegidos por la exigencia de credenciales académicas. 
Por su parte, el credencialismo termina por reforzar una cultura que 
valoriza la simple posesión del diploma, independientemente de la cali- 
dad del aprendizaje. Dicha cultura credencialista alimenta una demanda 
por políticas para la expansión numérica de la educación superior, sin 
preocupaciones substantivas con el perfil y la calidad de las habilidades y 
competencias allí desarrolladas. 

Cuando crece la educación superior en estos países, el crecimiento 
ocurre dentro de una lógica jerárquica, que preserva el acceso a las ims- 
trtuciones de elite al mismo tiempo en que direcciona buena parte de la 
creciente demanda por acceso a instituciones de baja calidad. Además, tal 
expansión es fuertemente orientada por la lógica credencialista y tiende a 
concentrarse en un conjunto relativamente limitado de cursos —los que 
tradicionalmente producen las credenciales más valoradas. 


Países con este régimen de formación son particularmente vulne- 
rables a las nuevas presiones producidas por la revolución tecnológica 
de la industria 4.0 y de la inteligencia artificial. La lógica jerárquica que 
preside este régimen resulta en desterrar la inmensa mayoría de la po- 
blación a una situación de casi indigencia en lo que respecta al desarrollo 
de las habilidades y competencias demandadas por las nuevas realidades 
del trabajo. El lado perverso de este régimen se vuelve más evidente 
cuando las nuevas tecnologías corroen las barreras creadas por la lógica 
credencialista y desalojan las estrategias tradicionales de reproducción de 
la clase media. El contraste entre la calidad de la formación ofertada en 
instituciones de elite y la producida por instituciones de masa profundiza 
el abismo que separa las condiciones de empleo y trabajo de una peque- 
a elite y de la masa de la población, de tal manera que esta última entra 
en el mercado con solo su capacidad bruta de trabajo, una calidad cada 
vez menos relevante para un mundo en intensa revolución tecnológica. 


Regímenes de formación y estrategias de innovación 


Tradicionalmente, la literatura explica las diferentes estrategias empresa- 
riales de Innovación considerando particularidades específicas, condicio- 
nadas por las características del mercado (Porter, 1990) y por la diver- 
sidad de diseños de políticas industriales. Mientras tanto, una línea más 
reciente de abordaje a esta temática relaciona también tales estrategias a 
los diferentes perfiles de competencias y habilidades que los trabajadores 
llevan al mercado de trabajo. De hecho, cuando movilizamos la literatura 
centrada en el análisis de sistemas nacionales de innovación (Lunavall, 
1992; Johnson, 1992; Lundvall et al., 2002) y la literatura genéricamente 
denominada “estudios de las variedades del capitalismo” (Hall y Soskice, 
2001), encontramos argumentos convincentes para entender los con- 
dicionamientos mutuos producidos por diferentes regímenes de apren- 
dizaje, diferentes estrategias competitivas de las empresas y diferentes 
políticas de innovación. 

Hermann y Peine (2011) han propuesto una síntesis de estas dos 
Itteraturas, conectando las estrategias empresariales de innovación, los 


regímenes de formación y competencias y las principales características 
de diferentes sistemas nacionales de investigación. El Cuadro | resume y 
elabora las conclusiones de estos autores. 


Cuadro l. Estrategias empresariales de innovación y sus demandas 
específicas con relación a la formación general y avanzada de recursos 


humanos 


Innovación 
centrada en 
el desarrollo 
de nuevos 
productos 


Competencias y habi- 
lidades generales de la 
mano de obra 


Habilidades generales. 
Portafolio de habi- 
lidades genéricas y 
portables, que pueden 
transferirse de un 
ambiente de trabajo 

a otro. 

Empleados en empre- 
sas que se benefician 
de la heterogeneidad 
de competencias y 
habilidades producidas 
por una experiencia 
de trabajo diversifi- 
cada. 

La heterogeneidad 
permite una adap- 
tación más rápida y 
menos traumática a 
los desafíos creados 
por la introducción 
de nuevos productos 
y por la adopción de 
nuevos procesos. La 
heterogeneidad facilita 
también la adapta- 
ción a los constantes 
cambios en la cadena 
de producción y a las 
nuevas demandas del 
mercado. 


Política de 
formación de 
habilidades 


Centrada en la 
producción de 
competencias 
generales, 
adaptables 

a diferentes 
ambientes de 
trabajo. 
Formación 
tecnológica 
centrada en la 
certificación de 
competencias 
y organización 
de portfolios 
diversificados de 
competencia. 


Base de 
conocimientos 
avanzados 


Base de 
conocimiento 
heterogénea y 
amplia. 
Valorización de 
la creatividad, 
necesaria 
para la rápida 
identificación 
de alternativas 
potenciales de 
Innovación. 


Demandas 
para la política 
científica 


Sistemas de 
investigación 
flexibles y poco 
estables. 
Líderes de 
investigación 
no gozan de un 
amplio espacio 
de decisión 
unilateral, ya 
sea con relación 
a los proyectos 
de investiga- 
ción, ya sea con 
relación a la 
carrera de sus 
colaboradores. 
Investigación 
financiada a 
través de pro- 
yectos. Equipos 
heterogéneos 
de investiga- 
ción, com- 
puestos por 
investigadores 
con diferentes 
competencias y 
experiencia de 
trabajo. 





Innovación 
centrada en 
perfeccionar 
productos 


Innovación 

centrada en 
la Imitación 
de produc- 
tos 


Habilidades específicas. 
Centralidad de las 
competencias y 
habilidades específicas 
desarrolladas en el 
ambiente interno de 
cada empresa. 
Relevancia del 
diferencial innovador 
creado por el 
profundo dominio 

de la forma de 
funcionamiento 

de la empresa. 

Este conocimiento 

da autonomía y 
responsabilidad a los 
trabajadores para 
solucionar dificultades 
en el proceso 

de producción. 
Diferencial: alta calidad 
de los productos. 


Baja demanda de 
habilidades y com- 
petencias. Ganancias 
competitivas centradas 
en arreglos que permi- 
tan limitar gastos con 
mano de obra, 


Sistema binario. 
Es organizado 
alrededor de 
una amplia 
oferta de for- 
mación técnica 
y tecnológica, 
con fuerte 
envolvimiento 
empresarial. 
Modelo de 
carreras bien 
definidas y 
orientadas a la 
especialización. 
La transición 
escuela-trabajo 
es mediada por 
estructuras de 
aprendizaje ins- 
titucionalizadas. 


Ausencia de 
demandas por 
habilidades y 
competencias. El 
trabajador nece- 
srta solamente 
un conoci- 
miento mínimo 
para recibir 
capacitación. 


Base de 
conocimiento 
homogénea. 
Conocimiento 
especializado 

y profundo 
permite la iden- 
tificación de 
oportunidades 
de innovación 
en productos y 
procesos. 
Equipos homo- 
géneos, acos- 
tumbrados a 

la cooperación 
para la iden- 
tificación de 
opciones para 
el desarrollo 
incremental de 
INNOVaciones. 


No tiene 
demandas 
complejas de 
conocimiento. 
Presión para 
disminuir 
costos limita 
el interés por 
científicos. 
Importancia 
del conoc!- 
miento técnico 
necesario para 
la Ingeniería 
reversa, 


Sistemas de 
investigación 
rígidos y jerár- 
quicos. 
Estándar 

de carrera 
científica tiende 
a favorecer la 
permanencia 
en una única 
instrtución. Ma- 
durez asociada 
a la estabilidad 
y al alto grado 
de autonomía. 
Jóvenes inves- 
tigadores son 
fuertemente 
dependientes 
de apoyo de 
investigadores 
más maduros. 
Equipos ho- 


mogéneos y de 
larga duración. 


Sin demandas 
con relación a 
la política cien- 
tífica. Ingeniería 
reversa e Imi- 
tación limitan 
exigencias. 
Ingeniería 
reversa crea 
espacio para 
proyectos de 
corta duración 
y con enfoque 
en la solución 
de puntos 
específicos. 

La cooperación 
toma la forma 
de contratos 
cortos de 
consultoría. 





Empresas sin | Sin demandas de ha- Ausencia de Ausencia de Ausencia de 
estrategia de | bilidades y competen- | demandas. demandas. demandas. 
Innovación cias. Aprovechamiento 

de oportunidades 


creadas por arreglos 
que protegen contra 
ambientes competi- 

tivos. 





Fuente: Elaboración de la autora con base en Herrmann y Peine (2011) 


Como se ve, estos autores establecen una clara relación entre las polít:- 
cas de formación tecnológica, las políticas científicas y las estrategias de 
Innovación dominantes en las empresas. Según ellos, una estrategia 
de innovación centrada en la exploración de nuevos mer- 
cados y la introducción de nuevos productos tiende a ser más 
exttosa en un ambiente social donde hay abundancia de mano de obra 
con calificación avanzada, pero genérica. Esto pasa porque la estrategia 
de innovación exige alta flexibilidad y versatilidad. El acceso a nuevas in- 
formaciones, conocimientos y competencias es Igualmente central y, por 
eso, empresas que adoptan esta estrategia enfrentan positivamente la 
circulación de trabajadores, pues este es uno de los canales más relevan- 
tes de acceso a nuevos conocimientos y competencias. 

Por lo tanto, una estrategia de innovación centrada en el desarrollo 
de nuevos productos y en la exploración de nuevos mercados requiere 
de un régimen de aprendizaje centrado en el desarrollo de competen- 
clas genéricas avanzadas, estructurado mediante la oferta de formación 
generalista de buena calidad en todos los niveles, o sea, el régimen de 
aprendizaje liberal. Pero esta estrategia puede también beneficiarse de 
una estructura de formación técnica flexible, que busque la producción 
de portfolios heterogéneos de competencias. Por lo tanto, regímenes 
de aprendizaje coordinados contemporáneos pueden también producir 
perfiles de competencias y habilidades demandados por empresas que 
adoptan tal estrategia de innovación. 

Como se ha planteado anteriormente, tanto el régimen de aprendi- 
zaje liberal como el régimen de aprendizaje coordinado contemporáneo 


crean condiciones propicias a sostener este tipo de estrategia de inno- 
vación. La gran diferencia creada por los dos regímenes respecto a las 
consecuencias de esta estrategia de innovación para el modo de inserción 
del trabajador con formación media. En regímenes de aprendizaje liberal, 
la estrategla de innovación radical está asociada a una brutal dualización 
del mercado de trabajo: un mercado rico, dinámico y altamente compe- 
titivo florece al lado de una intensa “uberlzación” de una gran parte de 
las opciones de trabajo disponibles (Fleming, 201 7). Por otra parte, en los 
Países de régimen de aprendizaje coordinado, la oferta diversificada de 
trabajadores con distintos portfolios de competencias y habilidades, así 
como la presencia de diferentes caminos socialmente valorizados para la 
calificación y recalificación del perfil de competencias del trabajador crea 
espacio para estrategias de innovación que preservan espacios de decisión 
autónoma del trabajador, apoyadas en herramientas de alta tecnología. 

En cuanto a una estrategia de innovación centrada en el per- 
feccionamiento de productos y tecnologías, esta depende de la 
existencia de una amplia oferta de mano de obra calificada y especializa- 
da. Esta estrategla de innovación es muy exigente tanto en términos de 
políticas tecnológicas como de arreglos institucionales y sus complemen- 
tos necesarios para el éxito. Es siempre útil recordar, por ejemplo, que 
la robustez de la industria alemana, a lo largo de todo el siglo XX, estuvo 
asentada básicamente en esta estrategia (Ergas, 1987). 

Esta opción de innovación supone una alta inversión en el desarrollo de 
competencias y habilidades específicas. Los trabajadores de empresas que 
adoptan esta estrategia deben tener autonomía suficiente para responder 
rápidamente a resultados inesperados en el proceso de producción y para 
contribuir con mejorías continuadas de la tecnología y del propio proceso 
productivo. lales empresas tienden a invertir fuertemente en la formación 
de sus empleados y, por lo tanto, tienden a valorizar políticas de manten- 
ción del empleo. A su vez, en este contexto, la inversión en el desarrollo 
de competencias altamente especializadas es una estrategia victoriosa tam- 
bién para el trabajador, pues en ella está implícita la promesa de un vínculo 
de larga duración y de una carrera dentro de la empresa. Así que, para ser 
exitosa, esa estrategia requiere un ambiente social específico. Es central 
entonces el desarrollo de un conjunto de instrtuciones que disminuyan los 


riesgos implícitos en una trayectoria de alta especialización. Para la empre- 
sa, esta seguridad está en minimizar el riesgo de la competición predatoria 
y limitar el riesgo de desguace de su inversión tecnológica. Para el trabaja- 
dor, por su parte, la seguridad está en disminuir los riesgos de pérdida de 
relevancia de su trayectoria de especialización y aumentar la portabilidad 
de sus competencias. 

Tal estrategia se beneficia enormemente de la existencia de una ma- 
triz de formación de competencias altamente especializadas, articulada 
alrededor de un sistema binario de formación tecnológica, que permita 
la calificación precoz para el mercado de trabajo y el desarrollo de opor- 
tunidades que sustenten trayectorias de creciente especialización para 
los trabajadores. Asimismo, esa estrategla depende de una gran Inversión 
de las empresas en el desarrollo de estructuras de aprendizaje y la pre- 
sencia de imstrtuciones capaces de coordinar la acción empresarial y el 
desarrollo de sindicatos en el diseño de la formación técnica de los traba- 
Jadores. Aunque tal estrategia se beneficia también de una amplia oferta 
de opciones de formación continuada, sus exigencias son diferentes: aquí, 
lo que funciona no es la flexibilidad de los portafolios de formación, sino 
que la especialización creciente del profesional en un conjunto específico 
de competencias avanzadas. 

Finalmente, la estrategia de innovación centrada en la imita- 
ción se encuentra básicamente orientada para el éxito en el control de 
costos, ya que la viabilidad de la empresa depende centralmente de su 
capacidad de ofertar productos o servicios similares a precios significati- 
vamente más bajos. lal estrategia tiene baja demanda para la formación 
de competencias específicas y todavía más baja para la formación espe- 
clalizada. No sorprende la compatibilidad entre esta estrategia y los regí- 
menes jerárquicos de aprendizaje. En este caso, basta que el trabajador 
pueda ser capacitado, aún en sus niveles más básicos: un conocimiento 
general de lectura y escritura y lo básico de arrtmética es la demanda que 
hace a sus empleados una empresa con esa estrategia. Para ellos, la poca 
capacitación que la empresa ofrece es específica, centrada en el desarro- 
llo de habilidades muy limitadas y no transferibles y enfocada en detalles 
de la tecnología utilizada. Empresas con esta estrategia también tienen 
una demanda muy limitada de conocimiento y competencias avanzadas, 


ya que buena parte del conocimiento necesario a la operación de la 
tecnología ya está consolidado en los manuales. Competencia para la 
adaptación de la tecnología a las condiciones locales y capacidad técnica 
para Ingeniería reversa constituyen aquí el límite superior de la demanda 
de competencias y habilidades de la innovación centrada en la imitación 
de productos. 

Se puede añadir un cuarto nivel a estas tres estrategias de Innovación: 
empresas que simplemente no tienen estrategias de innovación, o sea, 
empresas que no son activas en esta dimensión y que se limitan a repro- 
ducir modelos de producción consolidados o que aprovechan brechas 
protegidas del mercado para operar a corto plazo en ambientes de baja 
competición. Tales empresas no tienen demandas de perfiles de com- 
petencia y formación y no ofrecen ninguna oportunidad de aprendizaje 
a sus trabajadores. Su inserción oportunista en el mercado, enfocada en 
las ganancias de corto plazo, no les permite el desarrollo de lazos más 
fuertes con sus empleados. 

Diferentes estrategias de innovación adoptadas por las empresas 
crean también demandas diversas para el sistema de producción avanza- 
da de conocimientos y para la política científica. Estrategias de innovación 
enfocadas en la exploración de nuevos mercados y en el desarrollo de 
nuevos productos demandan sistemas de investigación flexibles y poco 
estables. El financiamiento de la investigación por medio de proyectos 
enfocados, con objetivos específicos y un horizonte de tiempo más o 
menos limitado, crean a su vez las condiciones ideales para esta estra- 
tegila de innovación. Grupos de investigación interdisciplinares, que se 
crean y se reforman alrededor de temas emergentes, constituyen una 
ventaja importante para esas empresas cuando ellas interactúan con el 
ambiente de producción de conocimientos. Para tal estrategia, una pieza 
central del ambiente institucional que la viabiliza es un modelo de uni- 
versidad abierta, activamente interactuando con múltiples stakeholders, 
y con diseños de formación y carrera académica flexibles, una multidiver- 
sity (Krúcken, 201 1; Krúcken et al., 2006). 

Por su parte, las estrategias de innovación centradas en el perfec- 
cionamiento de productos y tecnologías demandan una estabilidad más 


grande y homogeneidad de los grupos actuando en la producción de 
conocimiento. Tal estabilidad es producto de modelos institucionales que 
limitan el espacio para iniciativas de investigadores más jóvenes, favore- 
ciendo arreglos jerárquicos que concentran un gran margen de la deci- 
sión en las manos de directores de centros de investigación, profesores 
catedráticos, etc. El financiamiento de investigación, preferencialmente 
por la vía instrtucional (y no a través de proyectos), contribuye a la esta- 
bilización de este modelo de investigación. 

Finalmente, las estrategias de innovación centradas en la imitación de 
productos generan una demanda de conocimiento muy enfocada en la 
ingeniería reversa y en adaptaciones de la tecnología, que busca adecuar- 
la a las condiciones locales específicas. lal demanda específica no crea 
expectativas de un vínculo estable y permanente entre el ambiente de 
producción de conocimiento y el ambiente empresarial. Las empresas 
que adoptan esta estrategia tienen por tanto poca demanda de conoci- 
miento avanzado, en tanto actividades aisladas de consultoría, acá y allá, 
responden plenamente a esta demanda. En países donde esta estrategia 
predomina, el sector empresarial simplemente no logra formular de- 
mandas claras al sistema de producción avanzada de conocimiento, que 
Opera básicamente en respuesta a sus propias demandas internas. 


Conclusiones 


Este ensayo explora de qué forma, en diferentes países, diferentes grados 
de acceso a la educación superior se articulan con diversos modelos y 
grados de oferta de educación técnica para constituir lo que aquí se ha 
identificado como “regímenes de aprendizaje”. Considerando simultánea- 
mente la oferta de acceso a la educación superior y la oferta de acceso a la 
educación técnica (vocacional), es posible distinguir cuatro grandes tipos 
de regímenes de aprendizaje: el régimen binario tradicional, el régimen 
liberal, el régimen coordinado contemporáneo y el régimen jerárquico, El 
artículo exploró cómo cada uno de estos regímenes se configura; cuál es 
el impacto que cada uno de ellos tiene sobre las dinámicas solidarias res- 
ponsables por los procesos de movilidad e inclusión social; y cómo estos 


regímenes se articulan con diferentes estrategias de innovación adoptadas 
por las empresas. Asimismo, subraya la importancia para la relevancia de 
los diseños específicos adoptados por diferentes países para la forma- 
ción de habilidades y competencias, de manera de entender los caminos 
por los cuales el acceso a la educación se traduce (o no) en mecanismos 
para mitigación de la desigualdad social. Por otra parte, al explorar las 
complementariedades instrtucionales que conectan estos regímenes de 
aprendizaje con diferentes estrategias de innovación, el ensayo contribuye 
para el entendimiento de algunos desafíos relevantes que se ponen para 
las estrategias de desarrollo de un país. 

A lo largo de toda la discusión de tipología, el ensayo buscó explorar 
también los posibles impactos de la nueva revolución tecnológica —-la 
introducción de la inteligencia artificial y la internet de las cosas— en la 
inclusión social como en las estrategias de desarrollo de un país. El cuadro 
resultante de esta discusión es alarmante, particularmente para los países 
marcados por el régimen jerárquico de aprendizaje. El resultado final de 
la operación de este régimen es una fuerte concentración de la formación 
avanzada en nichos muy restrictos. Para la inmensa mayoría de la pobla- 
ción, ese régimen ofrece solo una formación de competencias muy básica, 
con parte de su educación superior todavía estructurándose alrededor 
de la oferta de credenciales y desasociada del desarrollo de competencias 
y habilidades. Precisamente, una de las características de la revolución in- 
dustrial que se avecina es volver económicamente irrelevante justamente 
lo que estos regímenes producen: la capacidad bruta de trabajo barato. 
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GOBERNANZA UNIVERSITARIA VÍA 
CONTRATOS SEGÚN DESEMPEÑO: 
LA EXPERIENCIA INTERNACIONAL Y 
ARGENTINA? 


Ana García de Fanell; 


Introducción 


El panorama de la educación superior en América Latina, caracterizado 
por la creciente heterogeneidad de sus estudiantes tras la masificación y 
la fuerte diferenciación institucional, impone a la gobernanza universita- 
ria nuevos retos a alcanzar. Entre dichos desafíos se encuentra el forta- 
lecimiento de la capacidad instrtucional de las universidades para innovar 
en busca de garantizar una educación superior de calidad e inclusiva. 

Para enfrentar este reto, algunos países de la OCDE han incorporado, 
entre otras políticas, instrumentos de financiamiento dentro de lo que 
Guy Neave (1998) denomina la “nueva contractualización”, cuyos dos 
principios centrales son la condicionalidad y la renegociación. Estos con- 
tratos según desempeño o contratos programa suponen diversas etapas 
de negociación entre las instrtuciones y los gobiernos, en las cuales se 
establecen acuerdos sobre los objetivos perseguidos por ambas partes, el 
presupuesto que aportará tanto el gobierno como las propias institucio- 
nes de educación superior (IES), las metas a alcanzar y el seguimiento de 
los resultados alcanzados. 

Partiendo de la experiencia internacional en el uso de estos acuerdos, 
especialmente durante la última década, el capítulo analiza los rasgos cen- 
trales de la política de contractualización, los principales objetivos de las 
reformas propuestas en el marco de esta política y los retos y dilemas que 





2 Una versión previa de este artículo se publicó en Marquís (2020). 


se plantean al momento de su diseño e implementación, subrayando qué 
condiciones deberían darse para su funcionamiento adecuado en Argenti- 
na, según se desprende de las lecciones de los casos analizados. 


El contexto de surgimiento de la contractualización 


Desde los años noventa, numerosos países europeos han llevado a cabo 
reformas tendientes a cambiar la estructura de gobernanza de la educa- 
ción superior”. Estas reformas estuvieron orientadas a elevar los niveles 
de autonomía de las IES, a la par que se reducía el papel del Estado como 
su coordinador directo (Kaiser et al., 2003; Krúger et al., 2018). 

En el plano del financiamiento, estas reformas supusieron que los go- 
biernos destinaran un monto global (block grant) para cada institución 
de educación superior y la asignación de una proporción de estos fondos 
a través de instrumentos del lesoro, tales como fórmulas y contratos 
(Salmi y Hauptman, 2006). 

Estas políticas de financiamiento incorporaron además distintos me- 
canismos de rendición de cuentas (accountability) en función de los re- 
sultados alcanzados por cada institución (Krúger et al, 2018). En el caso 
de las fórmulas, la distribución de fondos se realiza de acuerdo con los 
logros alcanzados por las IES, según se expresan en los indicadores de 
INSUMOS, procesos y productos; en el caso de los contratos, la asignación 
de recursos está ligada a promesas de desempeños adecuados en el fu- 
turo. En ambos casos, la producción de información y su presentación a 
través de indicadores cuantitativos, especialmente indicadores de resul- 
tados, alcanza un papel central (García, 2005). 

Entre los objetivos que los gobiernos buscan al utilizar estos instru- 
mentos de financiamiento se encuentra la alineación de los objetivos del 
Estado con aquellos que persiguen las IES en tanto organizaciones que 
gozan de amplia autonomía de gobierno y gestión. Se supone que vía 
el uso de fórmulas o contratos se construye un esquema de incentivos 





La gobernanza universitaria hace referencia a la estructura y al proceso de toma de 
decisiones en las universidades que afectan tanto a agentes internos como externos a las 
instituciones (Gayle et al. 2003, p. 16). 


económicos que pueden impulsar el funcionamiento adecuado de las IES. 
La cuestión se plantea en términos de “timonear o pilotear a distancia” a 
las IES, conduciéndolas hacia una mejora de la eficiencia y la calidad en la 
provisión del servicio público educativo (Neave y van Vught, 1994). 

Estas innovaciones en el plano del financiamiento ocurren en el mar- 
co de la doctrina de la administración pública que se denominó “Nuevo 
Gerenciamiento Público” (New Public Management). En particular, el 
Nuevo Gerenciamiento Público enfatiza que la rendición de cuentas del 
funcionamiento de una organización pública requiere de personal que 
asuma la responsabilidad por su acción y una declaración clara de los 
objetivos a perseguir, incorporando estándares mensurables sobre los 
resultados de la gestión (Hood, 1991). 

Subyace también a esta política de contractualización la existencia de 
una relación de desconfianza entre el gobierno y las universidades, en la 
cual el gobierno carece de información adecuada sobre el real funciona- 
miento de las IES y evalúa entonces necesario incorporar regulaciones e 
incentivos para lograr que las universidades persigan los fines colectivos 
para los cuales fueron creadas. Así, es posible analizar la relación entre el 
gobierno y las universidades dentro del marco del enfoque del principal 
y el agente (Kivistó y Zalyevska, 2015). 

La relación principal-agente ocurre cuando un principal (por ejemplo, 
el gobierno) delega autoridad para la realización de una tarea a un agente 
(por ejemplo, las universidades) y cuando el principal no cuenta con la 
información adecuada sobre el desempeño del agente (información asi- 
métrica) y existe un conflicto potencial de intereses entre los objetivos 
que persiguen el principal y el agente. Como soluciones, frente a esta 
srtuación de posible falta de alineación de los objetivos de los gobiernos y 
las universidades, las políticas factibles son de dos tipos (Kivistó y Zalyevs- 
ka, 2015). Una opción es establecer un contrato basado en el comporta- 
miento esperado del agente (behaviour-based governance procedures), 
recompensándolo cuando esté alineado con el que espera el principal. 
Un ejemplo de ello es la implementación de procedimientos de acredita- 
ción de las carreras de grado en la Argentina llevada a cabo por la Comi- 
sión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria (CONEAU). En 
este caso, el gobierno fija unos estándares de calidad para las carreras y 


las instituciones y se supone que, si cumplen con estos estándares, las ca- 
rreras serán acreditadas y por tanto tendrán reconocimiento oficial. Con 
este procedimiento el Estado busca garantizar un cierto nivel de calidad 
en el producto de estas carreras e IES (la formación de profesionales en 
ciertos campos disciplinarios). Entre las dificultades que enfrenta esta 
regulación del comportamiento de las organizaciones universitarias po- 
demos mencionar dos. En primer lugar, supone que se conoce la función 
de producción universitaria. Ello implica que se tiene certeza que, dado 
ciertos insumos y procedimientos perseguidos por las IES y las carreras, 
ello dará lugar a un resultado determinado. En segundo lugar, este tipo 
de políticas suelen demandar altos costos en inversión de tiempo por 
parte de los actores intervinientes y en recursos financieros para llevar 
adelante el proceso de evaluación. Otra opción, que en cierta medida se 
supone evita los inconvenientes recién señalados, es establecer un con- 
trato basado en los resultados (outcome-based contracts). Los contratos 
de financiamiento según desempeño o contratos programa se ubican 
dentro de este tipo de solución al problema de principal-agente en las 
universidades. Á continuación, desarrollaremos cuáles son sus principales 
características. 


Principales rasgos de los contratos según desempeño 


Los contratos de desempeño o contratos programas (performance 
agreements) en la educación superior son arreglos entre el gobierno y 
cada una de las IES en los cuáles se especifica, por un lado, los objetivos 
generales perseguidos por el gobierno y, por el otro, los que la instrtución 
busca alcanzar en un plazo de tiempo, normalmente entre tres y cuatro 
años. Como cualquier contrato, implica un pacto o convenio entre par- 
tes que se obligan sobre una materia determinada, que en este caso es 
obtener ciertos resultados a partir de las actividades propias de las IES. 
También, unido a la firma del contrato, existen procedimientos legales 
que obligan a las partes a su cumplimiento. 

La principal innovación de estos instrumentos de financiamiento es 
que estos contratos suponen un periodo de negociaciones, debates, 


acuerdos entre el gobierno y las universidades, durante el cual éstas brin- 
dan información sobre su funcionamiento y formulan su estrategia de 
mediano plazo y el gobierno busca alinear estos objetivos con sus propias 
metas globales para la educación superior. 

Los objetivos que persiguen los gobiernos al introducir este tipo de 
instrumento de financiamiento son varios, pero normalmente están aso- 
clados con: (1) fomentar que las universidades realicen un planeamiento 
estratégico de sus objetivos de mediano plazo, promoviendo además la 
diferenciación de misiones institucionales (o institutional profiling); (2) 
facilitar el diálogo entre el gobierno y las universidades, construyendo un 
clima de confianza entre ambas partes; (3) promover la mejora de cier- 
tas actividades centrales de las universidades (la calidad de las actividades 
de enseñanza-aprendizaje, investigación y transferencia; el aumento de 
la productividad O asegurar el cumplimiento de ciertos estándares míni- 
mos e incrementar la eficiencia de las universidades a través del estable- 
cimientos de metas referidas a tasas de graduación, abandono, tiempo 
para la graduación, etc.) (De Boer et al., 2015). El análisis que De Boer 
et al. (2015) llevan a cabo a partir de algunas experiencias de contra- 
tos de desempeño en Europa y los Estados Unidos revela la existencia 
de algunos casos exrtosos en el logro de estos objetivos. En Dinamarca, 
por ejemplo, aumentó el ingreso de fondos de terceros y la cantidad de 
publicaciones científicas desde la incorporación de los así llamados “con- 
tratos de desarrollo”. En Finlandia, la incorporación de estos acuerdos de 
desempeño influyó en términos de una mayor conciencia de los costos y 
de los resultados por parte de las IES. En Alemania, los contratos afecta- 
ron posrtivamente el proceso decisorio de las universidades. 

Más allá de sus aspectos positivos, como la teoría del principal-agen- 
te lo expone (Milgrom y Roberts, 1992), el establecimiento de contra- 
tos no está exento de condicionamientos. 

En primer lugar, ambas partes deben disponer de capacidad para 
definir con claridad sus objetivos estratégicos de mediano plazo. Las 
universidades, en tanto organizaciones altamente complejas, tienen 
múltiples fines y raramente existe un consenso interno en relación con 
cuáles son éstos y particularmente respecto a su escala de prioridades, 


ocurriendo algo semejante con la determinación de los objetivos de la 
política pública en los ministerios de educación. 

Una segunda cuestión es la disponibilidad de información válida y 
confiable para la construcción de los indicadores de desempeño por 
parte de las universidades, lo cual resulta clave en este tipo de con- 
tratos. Como lo muestran Orr y Usher (2018), tras analizar el uso de 
tasas de graduación en los modelos de financiamiento según resultado, 
algunos indicadores pueden ser válidos si partimos de un tipo de estu- 
diante tradicional, que comienza sus estudios inmediatamente después 
de la escuela media y los prosigue sin interrupción en la misma institu- 
ción, pero este indicador no es válido en el caso de los estudiantes no 
tradicionales, que cada vez son más dentro de la educación superior. 

En tercer lugar, este tipo de contratos son “incompletos” pues no 
pueden establecer ex ante todas las circunstancias que se sucederán 
y que pueden alterar lo pautado en dicho contrato. Como lo señalan 
Milgrom y Roberts (1992). los contratos son mecanismos para prote- 
ger a las personas alinmeando sus incentivos. Cuando los contratos son 
incompletos' e imperfectos, tienen solo una efectividad limitada para 
alcanzar sus compromisos. Su éxito depende en gran medida de la 
confianza que exista entre las partes. Como señalan Gornitzka et al., 
(2004), si bien este tipo de contratos surge como una forma de me- 
jorar la relación entre el gobierno y las universidades, para funcionar 
adecuadamente se requiere que exista confianza entre las partes. En 
tal sentido, los autores destacan que, como la relación entre los goblier- 
nos y las universidades puede ser analizada como un juego Iterativo de 
“toma y daca” (estrategia “tip-for-tat” de teoría de los juegos), estos 
contratos tendrán éxito en la medida que ambas partes construyan 
una historia de colaboración respetando lo pautado. 





' Para que un contrato completo tenga lugar se deben poder predecir todas las con- 
tingencias posibles, poder delinear todos los cursos de acción para cada contingencia y 
aquellos que firmen el contrato estarán plenamente de acuerdo con todo lo anterior. 
Esto último implica que no querrán después renegociar los términos del contrato y, si se 
violan esos términos, cada uno debe tener la voluntad y ser capaz de dar cumplimiento a 
lo acordado (Milgrom y Roberts, 1992). 


En cuarto lugar, debe ser posible trasladar el mensaje contenido en 
estos contratos a los centros de decisión y ejecución dentro de las uni- 
versidades. La coordinación de la política de contractualización se logrará 
en tanto el plan formulado se traduzca en que los agentes comprometi- 
dos dentro del mismo voluntariamente cumplan con su parte en el todo. 
Se debe entonces determinar en qué medida aquellos agentes internos 
en las universidades, que acuerdan con las autoridades gubernamentales 
para llevar adelante el plan, son los mismos que están en condiciones de 
tomar las decisiones o, en caso contrario, en qué medida ellos tienen 
mecanismos de incentivos o de directivas para imponer este plan in- 
ternamente. Dada la complejidad de la estructura de gobernanza de las 
instituciones universitarias públicas, no es fácil cumplir con la condición 
recién señalada. Esto se debe al grado de atomización de la toma de decl- 
siones en las universidades y al papel central que en éste y en la ejecución 
de las decisiones tiene el cuerpo de docentes e investigadores (García, 
2005). Así se observa, por ejemplo, que uno de los efectos principales 
de la aplicación de fórmulas según resultados para mejorar la graduación 
en los Estados Unidos fue la inclusión de prácticas y oficinas encargadas 
de ello, pero con escaso efecto en términos de graduación. Ocurre que 
está en poder de las autoridades universitarias tomar decisiones sobre su 
estructura y políticas institucionales generales, pero no así sobre lo que 
ocurre dentro del aula. Además, siguiendo este ejemplo, muchos de los 
factores que inciden sobre el problema a resolver, esto es, la baja gradua- 
ción, no responden exclusivamente a las decisiones que se adoptan den- 
tro de la organización universitaria, sino a factores extraescolares dada 
la desigualdad de oportunidades de la estructura social de cada país. Es 
por ello que un efecto no deseado de esta política de asignación a través 
de fórmulas según resultados en los Estados Unidos fue que las univer- 
sidades comenzaron a ser más selectivas, de modo tal de garantizar una 
mayor graduación (Claeys y Estermann, 2015; Dougherty et al., 2014). 

En quinto lugar, en la educación superior es difícil establecer meca- 
nismos claros de sanción frente al incumplimiento de lo acordado y, en 
particular, determinar quién será el encargado de hacer cumplir estos 
contratos (Gornitzka et al., 2004). En la práctica, Jongbloed (2010) y De 


Boer et al. (2015) señalan que, en los casos europeos analizados por 
estos autores, tales sanciones no están previstas o no se aplican en los 
hechos. La experiencia internacional también muestra que este tipo de 
instrumento de financiamiento requiere de gobiernos con fortaleza, tan- 
to para construir estos contratos como para garantizar su cumplimiento 
(Salmi y Hauptman, 2006). 

Finalmente, los costos de transacción? de armar y sostener estos con- 
tratos pueden ser elevados. Según lo expone Araneda et al. (2018, p. 
7/3) en el caso de los convenios de desempeño utilizados en Chile: “De 
acuerdo con miembros de las comunidades académicas entrevistados, 
se percibe que la implementación de los convenios de desempeño se 
encuentra estrechamente vinculada con la rendición de cuentas públicas, 
lo que inevitablemente genera una srtuación de control y monitoreo per- 
manente tanto al interior de la universidad como por parte del Estado. 
Lo anterior, se configura, por tanto, en una situación de complejidad, 
puesto que los líderes de estas instituciones se ven obligados a rendir 
cuentas de forma constante de los recursos públicos recibidos, al mis- 
mo tiempo que tienen que vencer resistencias internas al incorporar la 
rendición, un monitoreo y control de logros con énfasis en los procesos 
administrativos, financieros y académicos. Se vuelve necesario, en este 
contexto, el contar con un equipo de profesionales que se ocupen de 
todos los procesos y procedimientos administrativos asociados a la eje- 
cución del gasto y a la posterior rendición de cuentas." 

En la experiencia europea se observa falta de coordinación entre es- 
tos contratos de desempeño y los mecanismos de evaluación de la cali- 
dad. Usualmente se solicita a las IES información a través de indicadores 
sobre el cumplimiento de lo acordado en estos contratos y estos datos 
se superponen con los que se requieren vía los mecanismos de asegu- 
ramiento de la calidad, demandando asf mucho tiempo y esfuerzo a las 





? Siguiendo la definición de North (1990), y aplicándola al caso de las universidades, los 
costos de transacción consisten en los costos de obtener y vertficar la información sobre 
la cantidad y calidad de los servicios educativos, la identificación de los actores que parti- 
ciparán de la transacción (su reputación, su historia) y en los costos de diseñar, supervisar 
y hacer cumplir los contratos. 


autoridades universitarias en la producción de información para distin- 
tos agentes del gobierno (Gornitzka et al., 2004). La presencia de estos 
“múltiples principales” da lugar también a señales conflictivas respecto a 
los resultados que las universidades deben maximizar, impidiendo ade- 
más que puedan innovar en el contexto de una estructura de gobernan- 
za Interna sujeta a estructuras burocráticas estrictas y a una gobernanza 
externa cuyos agentes no están coordinado entre sf (Rutherford y Rabo- 
vsky, 2014). Esto genera el síndrome de “trastorno de responsabilidad 
social múltiple” (multiple accountabilities disorder- MAD) que exacerba 
la ambigúedad de los fines que persiguen las universidades e incide sobre 
la efectividad de sus acciones (Koppell, 2005). 

En el Cuadro | ilustramos algunos ejemplos de utilización de los con- 
tratos de desempeño dentro de los modelos de asignación de fondos 
públicos a las IES. 


Cuadro |: Ejemplo de acuerdos de desempeño 


AUSTRALIA 


Acuerdos de 3 años (mission-based compact) desde el 2011 para lograr alcanzar la 
misión institucional (diferenciación) y contribuir con los objetivos nacionales. Estos 
acuerdos incluían objetivos de logro y una parte de la financiación estaba supeditada al 
cumplimiento de los objetivos acordados. Desde el 2015, estos acuerdos continuaron, 
pero sin asignación de fondos. Entrar en un acuerdo es uno de los requisitos de calidad 
y responsabilidad que un proveedor de educación superior debe cumplir en virtud 


de la Higher Education Support Act 2003 (HESA) como condición para recibir una 
subvención del Estado. Se requiere información sobre la misión institucional (plan es- 
tratégico), prioridades en el campo de la enseñanza-aprendizaje, investigación, entre- 
namiento en investigación e innovación, búsqueda de equidad (elevar la participación 
de estudiantes indígenas). Las IES deben presentar un informe anual con indicadores 
de desempeño (Performance Portfolio Information Collection) y se realiza una evaluación 
exhaustiva después de 3 años. 





AUSTRIA 


Los convenios de desempeño (Leistungsvereinbarungen) tienen una duración de 3 años. 
Iniciado en 2007, el gobierno expone cuáles son los lineamientos generales y su plan 
nacional. Luego las lES elaboran su propio acuerdo de desempeño. El acuerdo final 
surge del diálogo y la negociación. Los acuerdos de desempeño integrales comprenden 
los objetivos estratégicos, las políticas de enseñanza, investigación y deserción, mejo- 
ras en la ratio docente/alumnos, orientación internacional, cooperación universitaria, 
definición y medición de indicadores. Cada seis meses, el gobierno y las IES discuten 
individualmente el progreso. Las universidades deben informar sobre el rendimiento. 


Los Convenios de Desempeño (CDs) se inician a modo de instancia piloto en la se- 
gunda fase (2007-2010) del programa de Mejoramiento de la Calidad de la Educación 
Superior (MECESUP). Las propuestas presentadas por las |ES debían contemplar la 
realización de un plan de mejoramiento institucional (PMI) que, en un plazo de tres 
años, alcanzara resultados de mayor envergadura que los logrados con los instrumen- 
tos de financiamiento tradicionales. Por ello fueron llamados “desempeños notables o 


destacados”. Para la entrega de la segunda cuota y las restantes, se exigía la demostra- 
ción objetiva de hitos y metas en indicadores comprometidos por la universidad en el 
PMII. En el proceso de selección de las lES que presentaron sus propuestas, participó 
un Comité de Evaluación y Selección de Convenios de Desempeño, el cual realizó re- 
comendaciones respecto de las IES a seleccionar. Estas IES seleccionadas debían luego 
presentar el PMI definitivo. En la realización de esta etapa intervino un negociador 
designado por el MINEDUC como su representante en este proceso. lras estas ne- 
goclaciones se confeccionaba el PMI definitivo, que debía especificar los componentes, 
resultados esperados, hitos, indicadores con línea de bases y metas, formas de medi- 
ción y recursos necesarios para el CDs, lo cual era revisado y acordado con el nego- 
clador. Una vez aprobado este PMI, se firmaba un contrato legal suscrito por el titular 
del MINEDUC y el Rector, o representante legal facultado de la |ES beneficiada, por 
medio del cual la |ES compromete desempeños notables y el MINEDUC compromete 
la entrega de recursos financieros. Por último, a lo largo de la implementación del CDs, 
distintas autoridades y otros actores externos designados por el MINEDUC, realizaron 
un seguimiento de lo que se estaba ejecutando, lo cual facilitaba el realizar ajustes y 
mejoras sobre lo inicialmente planificado en el PMI. 





DINAMARCA 


Desde el año 2017 se ponen en marcha los contratos marco estratégico (the strategic 
framework contract) cuya duración es de cuatro años. Á diferencia de los primeros 
contratos de desempeño, que se celebraban de forma voluntaria, ahora existe la obli- 
gación legal de celebrar un contrato bilateral. El contrato se realiza entre el gobierno y 
cada institución de educación superior y debe contener objetivos estratégicos para las 
actividades de la universidad en investigación, enseñanza y colaboración social e inter- 
nacional. Estos objetivos son fruto de un proceso de negociación entre las partes y los 
contratos pueden sufrir reajustes si existe un acuerdo mutuo para ello. Los indicadores 
y las fuentes de datos a utilizar para evaluar el logro de estos objetivos son también 
el resultado de negociaciones entre el ministerio y cada institución y se consideran 
una parte importante del diálogo. Como resultado, para tipos similares de objetivos 
estratégicos, las universidades pueden seleccionar diversos indicadores, así como di- 
ferentes fuentes de datos. Anualmente se discuten los progresos realizados en estos 
contratos a partir de los informes que deben elaborar las instituciones. Se destina a 
estos contratos el 1,25% de la subvención operativa básica. En caso de incumplimiento 
del contrato, la sanción económica equivale a igual monto. 


ESPAÑA 


Las primeras experiencias en el empleo de contratos-programa se dieron en Cataluña 
a través del contrato programa firmado por la Universidad Politécnica de Cataluña y 
la Generalidad de Cataluña, para el periodo 1997-2000 y Canarlas en la Propuesta de 
Contrato-Programa 1996-1998. Posteriormente son varias las comunidades autóno- 
mas y las instituciones universitarias que incorporaron a los contratos-programa. Por 
ejemplo, el Modelo de Financiación de las Universidades Públicas de Andalucía 201 7- 
2021 reconoce a los “contratos programa” como uno de los instrumentos a utilizar 
para lograr los objetivos de mejora de la calidad en la enseñanza e investigación y de 
la gestión en las universidades. Se realiza un seguimiento de objetivos e indicadores 
según el Cuadro de Mando Integral del Sistema Público Universitario Andaluz. Para 
la evaluación de los resultados las universidades deben presentar una Memoria de los 
Resultados del Contrato Programa. 





FRANCIA 


Desde 1993 se llevan a cabo contratos programas de cuatro años (desde 2007 cinco 
años) entre las lES y el gobierno, asociando en éste las actividades de enseñanza, investi- 
gación y las otras acciones universitarias y sustentado en un proyecto instrtucional según 
el diseño previo de un plan estratégico. El objetivo del contrato programa es fomentar 
el diálogo estratégico entre el Estado y las IES, teniendo en cuenta su autonomía de 
gestión. Demanda un proceso de negociación con la mediación de un consejero de 
establecimiento (un representante de las universidades elegido especialmente para tal 
propósito). Las convocatorias anuales se realizan según lES ubicadas en las regiones 
de Francia seleccionadas en cada oportunidad. Buscan articular los proyectos de los 
establecimientos con el esquema nacional de políticas de oferta académica, investiga- 
ción y promoción del ámbito territorial, desarrollar una gestión de recursos humanos 
articulada con los objetivos pedagógicos y científicos y atenta al desarrollo de nuevas 
funciones dentro de los establecimientos, ordenar la gestión financiera, construir un 
sistema de indicadores, conducir la modernización de la gestión y elaborar un modo de 
asignación de los recursos más cualitativo. Desde 2013, los contratos se acuerdan con 
los “sitios.” El contrato de sitio ahora tiene dos partes distintas: un componente común 
a los establecimientos del sitio que describe una trayectoria compartida en formación, 
investigación y transferencia; un componente específico para cada establecimiento, que 
describe en particular la contribución de este establecimiento a la política del sitio. 





HOLANDA 


En el 2012 se pusieron en marcha acuerdos de desempeño con una duración de 4 
años en los cuales cada |ES debía señalar cuáles eran sus objetivos y cómo se diferen- 
claban de otras IES. Los acuerdos buscaban fomentar y recompensar el desempeño 
en términos de los siguientes objetivos: mejorar la calidad de la educación y la tasa de 
éxito de los estudiantes; mejorar la diferenciación dentro y entre las |ES, alentándolas 
a exhibir perfiles de educación distintos y áreas de investigación más concentradas 
y fortalecimiento de la difusión del conocimiento, comercialización y promoción del 
emprendedorismo. El 5% de la asignación lES se relacionaba con los objetivos per- 
seguidos por las IES de acuerdo con siete indicadores y 2% se otorgaba de manera 
competitiva a las IES que formularan mejores propuestas de diferenciación. Un Comité 
de Revisión independiente evaluaba y supervisaba los acuerdos. Después del período 
de contrato, se determinaba si se habían alcanzado los siete objetivos relacionados 
con los indicadores (entre ellos la tasa de completitud y la de abandono), en base a 
la evidencia presentada por las instrtuciones. Las metas respecto a la diferenciación y 
perfil instrtucional se establecían de modo cualrtativo. Desde el 2018 estos acuerdos 
de desempeño reciben el nombre de “Acuerdo de Calidad”. Mientras que el anterior 
esquema se centraba en las actividades de enseñanza, investigación y transferencia al 
medio, los Acuerdos de calidad se ocupan de promover: educación más intensiva y de 
pequeña escala, diferenciación educativa (Incluyendo el desarrollo del talento), calidad 
de los profesores, instalaciones educativas adecuadas y más y mejor supervisión de los 
estudiantes y estudio del logro (incluyendo transferencia, accesibilidad e igualdad de 
oportunidades). Los indicadores son importantes, pero ahora están determinados en 
el plano de las IES. El control sobre los resultados tiene lugar a través de las institucio- 
nes encargadas de la evaluación de la calidad. 





Fuentes: Sobre la base de Araneda y Pedraja (2016); Australian Government (2018); de Boer et al, 
(2015); García (2008); Harvey et al. (2018); Jongbloed et al. (2018); Jongbloed (2018) ; Jongbloed y 
de Boer(2020) ; Junta de Andalucía (2016); Ministére de Education Nationale, de l'Enseignement 
Superior et de la Recherche (2019); Prado (2003); Reich et al. (201 |); Saint-Gerand y Méry, (2004) 
y Yutronic et al, (2012). 


Alternativas en el diseño de los contratos de 
desempeño 


Además de los desafíos planteados en la confección y en el hacer cumplir 
estos contratos, su operatoria, según lo analizan De Boer et al. (2015), 
plantea algunos dilemas. En el contexto particular de las universidades de 
América Latina, resultan en particular relevantes los siguientes: 


Indicadores cuantitativos o cualitativos 


A diferencia de las fórmulas, los contratos pueden incluir no solo indica- 
dores cuantitativos sino también cualrtativos. Esto enriquece la medición 
del producto, en particular en lo que respecta a poder alcanzar una 
mejor aproximación en la determinación de la calidad. Como desventaja, 
los indicadores cualrtativos son menos claros y transparentes, los costos 
de medición son relativamente altos y los conflictos por el cumplimiento 
en lo que respecta a lo pautado pueden ser mayores. 


Comprensivos o acuerdos focalizados 


Los costos de transacción aumentan a medida que se incluyen nuevos tó- 
picos a atender por parte de estos contratos. Según de Boer et al. (2015), 
en términos de gestión, los acuerdos sobre materias específicas deben ser 
preferidos. No obstante, esto implica que otras políticas e instrumentos 
deben atender los aspectos no contemplados en el contrato de desempe- 
ño. Algunos países que tienen una larga historia en confeccionar acuerdos 
de desempeño, como Finlandia y Dinamarca, muestran un cambio en la 
estrategia, desde los contratos iniciales más comprensivos a otros más fo- 
calizados en los últimos tiempos. 


Asociados con montos altos o bajos del presupuesto 
universitario 


En general se señala que, si no hay transferencia de recursos financieros a 
través de estos contratos, las instituciones son menos propensas a ajustar 
su comportamiento a lo pautado en el contrato. Un ejemplo es el caso 
de Holanda que durante un periodo inicial institucionalizó el estableci- 
miento de acuerdos y la promoción del diálogo entre las IES y el gobier- 
no. Después de esta etapa, decidieron pasar a la siguiente, incluyendo 
fondos para la realización de los objetivos pautados. Por otro lado, existe 


también la perspectiva de que, cuando los montos comprometidos son 
muy altos y forman parte del presupuesto existente, las instrtuciones 
pueden no llegar a cooperar pues lo que está en juego de su presupues- 
to total es una proporción muy elevada y esto es visto como riesgoso. 
Pero si los montos son muy bajos y las instituciones tienen otras oportu- 
nidades externas para obtener recursos, los costos de llevar a cabo estos 
acuerdos pueden ser estimados como más altos que los beneficios que 
pueden reportar. 


Presupuestos existentes o adicionales 


Otra cuestión para contemplar relativa a los recursos financieros destina- 
dos a estos contratos es si estos fondos deben provenir de la asignación 
presupuestaria que normalmente reciben las IES o si serán fondos adicio- 
nales. Cuando este instrumento recién se incorpora, lo más conveniente 
es que se distribuyan fondos adicionales (European Commission, 2014). 
No obstante, este Ideal no siempre es posible de alcanzar pues los fondos 
destinados a la educación superior suelen ser escasos, tanto por situacio- 
nes de crisis económica o por la competencia que generan otros gastos 
del Estado. De ahí que lo más realista es que una proporción de los mon- 
tos destinados a la educación superior se asignen por este medio. 

Adicionalmente, un aspecto importante a considerar cuando se es- 
tudia la posible incorporación de esta política de contractualización en 
el financiamiento de la educación superior en América Latina es que la 
experiencia de Europa muestra que las distintas modalidades adoptadas 
por los países se relacionan con las diversas tradiciones culturales e histó- 
ricas de estos sistemas de educación superior (es decir, son path depen- 
dence) (Grosjean y Atkinson, 2000). No hay, por tanto, un único modelo 
virtuoso a imitar y su éxito seguramente dependerá de su adaptación a 
las tradiciones propias de la región. 


Los contratos programa en la Argentina 


Siguiendo el modelo de la política de financiamiento de Francia, Ar 
gentina en el 2005 incorporó contratos-programa plurianuales (3 años 
de duración) en tres casos piloto (García, 2006; 2008). Aun cuando la 
evaluación de esta experiencia realizada por la SPU dio cuenta de que 
estos contratos programa fueron de utilidad para que las universidades 
atendieran algunas debilidades señaladas en las evaluaciones externas 
(SPU, 201 7), esta política no se continuó tras el cambio de la autoridad a 
cargo de la Secretaría de Políticas Universitarias (SPU). Algunos factores 
que incidieron en la falta de escalamiento de esta política al resto de las 
universidades nacionales entre el 2008 y el 2015 fueron la canalización 
del grueso del crecimiento presupuestario destinado a las universidades 
nacionales vía el aumento de las remuneraciones de los docentes, ad- 
ministrativos y autoridades y a través de otros programas con objetivos 
específicos (e.g. mejora de la calidad de las carreras de grado acreditadas 
por la Comisión Nacional de Evaluación Universttaria (CONEAU); volun- 
tariado universitario, promoción de la universidad argentina, becas para 
los estudiantes, etc.) (García, 2014). Cabe destacar que, durante este pe- 
ríodo, se continuó empleando la denominación de “contrato programa”, 
pero para la asignación de fondos específicos a algunas universidades, a 
fin de atender cuestiones particulares en cada caso. 

En el año 2017, bajo la nueva gestión que asume entonces en la SPU, 
se escribieron los lineamientos de un nuevo programa de “Contratos 
Programas Integrales (CPI)”. La propuesta consistía en financiar CPl de 
modo experimental y con distintos montos y duración dentro del Progra- 
ma de Calidad Universitaria de la SPU, Estos CPI serían una herramienta 
apropiada para que las Universidades Nacionales pudieran llevar a cabo 
objetivos incluidos en sus Planes de Desarrollo Instrtucional (PDI), aten- 
der recomendaciones realizadas durante las evaluaciones instrtucionales 
externas e internas y desarrollar fines dispuestos en la misión instrtucional 
dentro del marco de lineamientos generales de la política pública (SPU, 
2017). Las universidades nacionales podían presentar propuestas dentro 
de tres modalidades de CPI: (a) de transición (CPI-T) de una duración de 


dos años, destinados a las universidades que aún no hubieran implemen- 
tado PDI ni contaran con un diagnóstico como para poder formularlo, 
pero que requirieran financiamiento para atender necesidades de corto 
plazo; (b) iniciales (CPI-I) de una duración de tres a cuatro años para las 
universidades que no hubieran formulado aún el PDI pero que dispusie- 
ran de un diagnóstico previo que les permitiera elaborar este plan y (c) 
aflanzados (CPI-A) con una duración de cuatro o cinco años, destinado a 
las universidades que estuvieran llevando a cabo el PDI (SPU, 201 7). 

En general, el monto del financiamiento otorgado en cada caso de- 
pendió del número de estudiantes comprendidos en las líneas del pro- 
yecto, la amplitud de la oferta formativa, el impacto instrtucional de las 
líneas propuestas en el mediano y largo plazo, la magnitud y contenido de 
las necesidades institucionales de la Universidad y, en el caso de los CPI-l, 
el estado de avance en la elaboración del PDI, mientras que en los CPI-A 
se tomó en cuenta el nivel de ejecución del PDI. 

La SPU también llevó adelante actividades, especialmente talleres, 
para apoyar a las universidades nacionales en la elaboración de los PDI. 

A mediados del año 2019, se aprobaron cinco contratos programas 
celebrados con universidades nacionales”, otros dos se encontraban 
entonces todavía en etapa de negociación? y se iniciaron conversacio- 
nes con otras instituciones universitarias”. El mecanismo de selección 
de las instrtuciones no fue competitivo, sino que debían ajustarse a al- 
gunos requisttos expuestos en las bases de la convocatoria respectiva. 
Entre los rubros financiables se encontraban los salarios docentes. Así las 
universidades nacionales pudieron proponer la incorporación de nuevos 
docentes, el aumento de la dedicación horaria y la promoción de cate- 
goría docente. lodo ello debía contribuir con la mejora de la función de 
enseñanza del grado y, con ello, con el rendimiento académico de los 
estudiantes, la persistencia de los estudios y la graduación. 





+ Con las Universidades Nacionales de Litoral, La Pampa, Noroeste de la Provincia de 
Buenos Alres, Matanza y Sur. 


* Con las Universidades Nacionales de Buenos Aires y La Plata. 


> Con las Universidades Nacionales del Centro de la Provincia de Buenos Aires, Río 
Cuarto, Misiones y Río Negro. 


El proceso de negociación de cada uno de estos contratos programa 
ha demandado un periodo de negociaciones entre las partes de apro- 
xIimadamente cuatro meses. Las universidades debieron completar un 
formulario en el cual brindaron información sobre el objetivo general y 
los específicos que se perseguían con este contrato, expresados estos 
luego en actividades y cursos de acción, y en resultados esperados e 
indicadores para monttorear el logro de tales resultados. El seguimiento 
lo llevarían a cabo los integrantes del Programa de Calidad Universitaria. 

Tras el cambio de gobierno en diciembre de 2019 y, especialmente, 
en el contexto de la pandemia del COVID-19 que se inicia en marzo de 
2020, las nuevas autoridades de la SPU centraron las políticas de financia- 
miento para mejorar la calidad en la cuestión de la virtualidad de la en- 
señanza. Por tanto, hasta mediados del año 202 | no se realizaron nuevas 
convocatorias para la firma de contratos programa integrales. 


Conclusiones 


Entre los rasgos que caracterizan a las universidades argentinas, cabe des- 
tacar la autonomía que gozan en lo que respecta al gobierno y la gestión 
de sus instituciones. Además, aun dentro de una aparente homogenel- 
dad en las misiones institucionales, existen una gran variedad de institu- 
ciones universitarias, con rasgos propios que se expresan en la naturaleza 
de los programas de grado y posgrado que ofertan, en el perfil de sus 
estudiantes y docentes y en la prioridad que otorgan a las actividades de 
enseñanza, investigación y transferencia al medio. Partiendo entonces de 
la presencia de |ES autónomas y diversas, la mejora del funcionamiento 
institucional de las universidades requiere de políticas públicas que las 
ayuden a consolidar y expandir sus fortalezas. Estas transformaciones, no 
obstante, no suelen ser sencillas debido a las divergencias de intereses 
dentro de la gobernanza interna de estas instituciones y a la complejidad 
intrínseca de este tipo de burocracias profesionales, como las denomina 
Mintzberg (2005), en las cuales el poder descansa en el saber exper- 
to de los campos disciplinarios. También afecta la capacidad institucional 


autónoma para innovar, la falta de herramientas de gestión y de informa- 
ción para diseñar políticas instrtucionales basadas en la evidencia. 

Frente a esta situación del sector universitario, los gobiernos pueden 
colaborar en la promoción del cambio institucional a través de los ins- 
trumentos de financiamiento. En particular, los contratos de desempeño 
—o sus varlantes en función de la tradición cultural y política de cada 
país— pueden constituir una alternativa provechosa para impulsar estas 
reformas en las universidades, respetando la autonomía y la heterogenel- 
dad de los perfiles institucionales. 

De la experiencia europea y chilena se puede concluir que los con- 
tratos de desempeño presentan ciertos rasgos que los convierten en 
una herramienta adecuada para la mejora de la gobernanza universitaria. 

En primer lugar, las metas a alcanzar en estos contratos son resultado 
de un proceso de negociación entre los objetivos propios de cada insti- 
tución universitaria y los de los gobiernos. Este proceso resulta enrique- 
cedor por el aprendizaje organizacional que supone acordar sobre estos 
objetivos dentro de las universidades y también obliga a los gobiernos a 
definir con mayor claridad sus propios retos de mediano plazo. Por otra 
parte, además de facilitar la alineación de objetivos entre ambos actores, 
favorece el desarrollo de la confianza entre ambos, en la medida en que 
los acuerdos se cumplan. 

En segundo lugar, el proceso de planeamiento que las instituciones 
universitarias deben realizar para elaborar los planes de mejoramiento 
institucional (PMI) sobre la base de sus objetivos estratégicos, contribuye 
con la coordinación de los variados intereses académicos y políticos de 
sus actores internos y promueve la producción de información sobre 
su funcionamiento. Ello también facilita solucionar el problema de in- 
formación asimétrica que existe en la relación entre las universidades y 
los gobiernos, al producir una batería de indicadores para identificar los 
resultados de las actividades emprendidas. 

En tercer lugar, la negociación y la implementación de los PMI forta- 
lecen a los Órganos de gobierno de las universidades, frente a los grupos 
de intereses y otras fuerzas internas que oponen resistencia a los cam- 
bios, brindándoles una estructura de gestión y fondos plurianuales para 


llevar adelante las reformas que previamente han sido consensuadas en 
estos PMI. 

En suma, estos contratos de desempeño pueden colaborar para me- 
jorar la gobernanza interna, impulsando a que las instrtuciones universita- 
rias definan y logren consensos alrededor de sus objetivos estratégicos, y 
la gobernanza externa, al mejorar la relación con los gobiernos. 

Para que estos contratos de desempeño alcancen su cometido, es 
importante tener presente las siguientes recomendaciones que surgen 
del análisis de la experiencia internacional: 


a. Para lograr la alineación de los objetivos entre ambas partes, unl- 
versidades y gobiernos, resulta central desarrollar la capacidad de pla- 
neamiento estratégico en ambos actores, de modo tal de que exista 
claridad respecto de los fines que se persiguen en el plano organizacional 
y político para el sector universitario. 

b. En los planes estratégicos y en el proceso de negociación entre 
las universidades y los gobiernos, es importante asegurar la participación 
de los docentes e investigadores, de modo tal de lograr que el mensaje 
que se transmite vía estos acuerdos de desempeño se traslade a aque- 
llos que serán los actores principales de estos procesos de reforma e 
Innovación en pos de mejorar la calidad de las universidades. Cuando de 
la coalición promotora del cambio participan solo las autoridades ejecu- 
tivas (rector, decanos), es posible que el impacto final del contrato sea 
más acotado o no tenga un efecto duradero en el tiempo. 

C. Previo a acordar los objetivos y metas a alcanzar por parte de 
cada una de las universidades participantes en los contratos de desempe- 
ño, es conveniente evaluar la capacidad de la estructura de gobernanza 
interna y externa del sector universitario para cumplir con lo acordado. 
En ocasiones, no descansa en la propia universidad la posibilidad de al- 
canzar los resultados pautados porque estos se ven afectados principal- 
mente por factores exógenos a la organización universitaria. Por ejem- 
plo, en ocasiones las bajas tasas de graduación de una universidad están 
centralmente asociadas con el bajo capital educativo y económico de 
los estudiantes que residen en el ámbito de localización geográfica de 


la universidad y no exclusivamente con sus políticas instrtucionales para 
mejorar la retención y la graduación. Asimismo, en contextos locales 
con mercados de trabajo segmentados, sin un desarrollo adecuado de la 
demanda de empleos formales, la capacidad de inserción laboral de los 
graduados puede verse en ocasiones limitada, no quedando en poder de 
la organización universitaria cambiar esta situación. 

d. Dentro de la factibilidad de aplicación de este instrumento de 
financiamiento, se debe determinar si el marco regulatorio y el accio- 
nar de las agencias de regulación de la calidad son consistentes con los 
resultados a alcanzar vía estos contratos de desempeño. En ocasiones, 
el logro de los resultados acordados a través de estos contratos se ve 
obstaculizado por la presencia, en la estructura de la gobernanza ex- 
terna, de múltiples principales con objetivos no coordinados entre sí, 
dando lugar a una srtuación de parálisis o confusión respecto de lo que el 
gobierno espera como meta del accionar de las universidades, dando así 
lugar al síndrome de multiple accountabilities disorder (Koppell, 2005). 
Esto ocurre, por ejemplo, cuando las agencias de evaluación y acredita- 
ción de carreras e instituciones fijan estándares de calidad que no son 
compatibles con las propuestas de cambio e innovación pedagógica que 
se buscan impulsar vía estos contratos de desempeño, o cuando el mar- 
co regulatorio impide ciertos cambios en los planes de estudio o pone 
trabas en la asignación interna de los fondos. 

e. Las IES deben estar en condiciones de producir indicadores de 
desempeño apropiados para la definición de metas claras y auditables, a 
la par que los gobiernos deben contar con capacidad institucional para 
realizar un seguimiento periódico de los resultados intermedios y finales 
alcanzados, de modo de retroalimentar la política de contractualización 
con el aprendizaje adquirido durante la implementación de los PMI. Para 
ello, es también necesario que el conjunto de la información sobre cada 
una de las instrtuciones universitarias se centralice en una oficina de es- 
tadística e información. Su tarea principal es la construcción de un con- 
junto de indicadores básicos sobre el sector universitario para su empleo 
durante el proceso de negociación de los contratos y en el posterior 
seguimiento de éstos. 


f. Las metas definidas en los planes estratégicos deben ser plan- 
teadas a través de indicadores que muestren la mejora en el tiempo. De 
este modo se puede evitar uno de los inconvenientes que acarrea el 
financiamiento según indicadores de resultados, por ejemplo, aumentar 
las tasas de graduación incorporando políticas de admisión más selec- 
tivas O sin control de la calidad de la formación. Estos indicadores de 
mejora facilitan también tener en cuenta cuál es el valor agregado por la 
universidad en aquellas circunstancias, como las antes señaladas, cuando 
factores exógenos a la institución explican una proporción importante 
de la varianza de estos indicadores de resultado. 

g. Los recursos financieros deben ser suficientes como para llevar 
a cabo, en tres o cuatro años, cambios de envergadura dentro de las IES, 
y estos fondos comprometidos se deben sostener en el tiempo pauta- 
do y deben ser acompañados de otras medidas que ayuden a mejorar 
progresivamente la estructura de incentivos destinada a los docentes-in- 
vestigadores. El grado de significatividad de dichos montos depende, a 
su vez, de su relación con el presupuesto total normal que maneja cada 
institución y con su asignación a ftems de gastos de alto impacto sobre 
la calidad y la innovación educativa. 51 los montos destinados a la política 
contractual son reducidos o si no se garantiza su continuidad plurianual, 
es de esperar que esta política no tenga gran impacto. Cabe resaltar que 
ésta es una de las principales restricciones a enfrentar en la implemen- 
tación de los contratos de desempeño en contextos económicos y po- 
líticos volátiles, como son los que predominan en los países de América 
Latina. También lo es la continuidad de los cambios implementados (su 
instrtucionalización) cuando se concluye el contrato y se deja de percibir 
los fondos adicionales vía la política de contractualización. 


Las recomendaciones realizadas tornan evidente que la política de asig- 
nación de fondos de los gobiernos a las universidades vía los contratos 
de desempeño no tiene su éxtto asegurado. lampoco constituye una 
panacea para resolver los varios problemas que presenta la gobernanza 
del sector universitario en América Latina. No obstante, la experiencia 


internacional indica que las ventajas como política de financiamiento su- 
peran a los retos que supone su incorporación. En particular, contribu- 
yen positivamente en la mejora del diálogo entre los gobiernos y las uni- 
versidades, el planeamiento estratégico y la producción de información 
sobre el funcionamiento universitario. 


REFERENCIAS 


Araneda, C. y Pedraja, L. (2016). Financiamiento por desempeño en Chile: Análisis 
conceptual de un instrumento de educación superior. Formación Universitaria, 9(3), 75— 
86. https://dx.doi.org/10.4067/50718-500620 16000300009 


Araneda, C., Gairín, ]. y Pedraja, R. (2018). La autonomía en la educación superior: 
reflexiones desde los actores en el contexto del financiamiento por desempeño 
en Chile. Formación Universitaria, 11(4), 65-74. http://dx.doi.org/10.4067/50718- 
500620 18000400065. 


Australian Government. (2018). Mission Based Compact Between the Commonwealth 
of Australia and Monash Unuwversity. https://docs.education.gov.au/system/files/doc/ 
other/2018_-_compact_-_monash_universitypaf 


Claeys, A. y Estermann, l. (2015). Define Thematic Report: Performance-Based Funding 
of Universities in Europe. EUA- Lifelong Learning. Springer. http://www.eua.be/Librarles/ 
publicationshomepage-list/define-thematic-report_-pbf_final-version 


Dougherty, K., Jones, S., Lahr, H., Natow, R,, Pheatt, L. y Reddy, V. (2014). Performance 
Funding for Higher Education: Forms, Origins, Impacts, and Futures. The ANNALS 
of the American Academy of Political and Social Science, 655(1), 163-184. https://do!. 
org/10.1177/0002716214541042 


European Commission (2014). Performance agreements and their relationship to funding in 
higher education. El 20 Country Workshop. https://ec.europa.eu/assets/eac/education/ 
experts-groups/2014-2015/higher/performance-agreements_en.pdf 


García, A. (2005). Universidad, organización e Incentivos. Desafío de la política de 
financiamiento frente a la complejidad institucional. Miño y Dávila-Fundación OSDE, 


García, A. (2006). Los contratos-programa en las universidades: Lecciones de la 
comparación internacional. Education Policy Analysis Archives, 14(11), 1-26. 


García, A. (2008). Contratos-Programa: Instrumento para la mejora de la capacidad 
institucional y la calidad de las universidades. lIPE-UNESCO, 


García, A. (2014). Educación superior en la Argentina: Tendencias, políticas destacadas 
e incertidumbres. En Brunner, ].). y Villalobos, C. (Eds.). Políticas de Educación Superior 
en Iberoamérica 2009-2013 (pp. 133-168). Centro de Políticas Comparadas de la 
Universidad Diego Portales. 


Gayle, ]., lewarie, B. y White, A. (2003). Governance in the Twenty-First Century University: 
Approaches to Effective Leadership and Strategic Management. Jossey-Bass. 


Gornitzka, A., Bjorn, S., Jens-Christian, S. y de Boer, H. (2004). Contract Arrangements in 
the Nordic Countries-Solving the Efficiency/Effectiveness Dilemma? Higher Education in 
Europe, 29(1), 8/—10l. https://do1.org/10.1080/03797720410001673319 


Graham, R. (2017). Snapshot review of engineering education reform in Chile. UNESCO- 
Aalborg University-Pontificia Universidad Católica de Chile. 


Grosjean, G. y Atkinson, J. (2000). The Use of Performance Models in Higher Education. 
Education Policy Analysis Archives, 8(30), 1-35. https://doi.org/10.14507/epaa.v8n30.2000 


Harvey, A., Cakitaki, B. y Brett, M. (2018). Principles for equity in higher education 
performance funding. La Trobe University. 


Hood, €. (1991). A public management for all seasons? Public Administration, 69, 3-19. 


Jongbloed, B. (2010). Funding Higher Education: Á view across Europe. CHEPS. https://www. 
utwente.nl/oms/cheps/publications/Publications%202010/MODERN_Funding_Report. 
paf. 


Jongbloed, B. (2018). Quality Agreements: a short description September 14. CHEPS. 
https: //www.researchgate.net/project/Monitoring-and-evaluating-performance- 
contracts-for-Dutch-highereducation-nstitutions/update/5b9bc4 7 7cte4a76455f3398a 


Jongbloed, B., Kaiser; E, van Vught, E y Westerheljden, D. (2018). Performance Agreements 
in Higher Education: A New Approach to Higher Education Funding. En Curaj, A., Deca, 
L, y Pricopie, R. (Eds.). European Higher Education Área: The Impact of Past and Future 
Policies (pp. 671-687). Springer. 


Jongbloed, B. y de Boer, H. (2020). Performance Agreements in Denmark, Ontario and the 
Netherlands Report for the project Evaluation of development contracts in Norwegian higher 
education. CHEPS. https://www.researchgate.net/publication/344774112_Performance_ 
Agreements_in_Denmark_Ontarilo_and_the_Netherlands_Report_for_the_project_ 
Evaluation_of_development_contracts_in_Norweglan_higher_education 


Junta de Andalucía (2016). Modelo de Financiación de las Universidades Públicas de 
Andalucia 2017-2021.  https://delegacionfceye.fileswordpress.com/2017/03/modelo- 
financiacic3b3n-diciembre.paf. 


Kaiser, E, Vossensteyn, H., Beerkens, E., Boezeroolj, P, Huisman, J., Lub, A., Maassen, P, 
Salerno, €. y Theisens, H. (2003) Higher education policy issues and trends. An update on 
higher education policy issues in | | Western countries. CHEPS. 


Kivistó J. y Zalyevska l. (2015) Agency Theory as a Framework for Higher Education 
Governance. En Huisman ]., de Boer H., Dill D. D. y Souto-Otero M. (Eds.). The Palgrave 
International Handbook of Higher Education Policy and Governance (pp. 132—151). Palgrave 
Macmillan. https://doi.org/10.1007/978-1-137-45617-5_8 


Koppell, J. (2005). Pathologies of accountability: ICANN and the challenge of “multiple 
accountabilities disorder”. Public Administration Review 65(1), 94-108. https://dol. 
org/10.1111/.1540-62 10,2005.00434.x 


KrUger, K., Parellada, M., Samolilovich, D. y Sursock, A. (2018). Introduction. En Krúger, K,, 
Parellada, K., M., Samollovich, M., D. y Sursock, A. (eds). Governance Reforms in European 
University Systems. The Case of Austria, Denmark, Finland, France, the Netherlands and 
Portugal (pp. 1-10). Springer. 


Marquís, €. (ed.) (2020). La Agenda Universitaria V. Criterios y propuestas de gestión y 
políticas universitarias. Buenos Aires: Fundación Universidad de Palermo, Colección de 
Educación Superior 


Milgrom, P y Roberts, ]. (1992) Economics, Organization and Management. Prentice-Hall. 


Ministere de Education Nationale, de PEnseignement Superior et de la Recherche. 
(2019). Contrats Pluriannuels de Site. 


Mintzbert, H. (2005). La burocracia profesional. En H., Mitzberg. La estructura de las 
organizaciones (pp. 393-425). Ariel Economía. 


Neave, G. (1998) The Evaluative State Reconsidered, European Journal of Education, 33(3), 
265-285. 


Neave, G. y van Vught, E (Eds.). (1994). Prometeo Encadenado. Estado y educación superior 
en Europa. Gedisa. 


North, D. (1990). Institutions, Institutional Change and Economic Performance. Cambridge 
University Press. 


Orr, D. y Usher, A. (2018) Revisiting student performance as a cornerstone of higher 
education — how is student performance reflected in performance-based funding? 
En Hazelkorn, E., Coates, H. y McCormick, A. (Eds.). Research Handbook on Quality, 
Performance and Accountability in Higher Education (pp. 220-304). Edward Elgar Publishing, 


Prado, J. (2003). Los nuevos mecanismos de financiamiento de la educación universitaria 
pública: la aplicación de Contrato-Programa en España. Revista de la Educación Superior, 
32(126), 111-120. 


Reich, R., Machuca, E, López, D., Prieto, ]., Music, )., Rodríguez, E. y Yutronic, J. (201 1). 
Bases y desafíos de la aplicación de convenios de desempeño en la educación superior 
de Chile. Ingeniare. Revista chilena de ingeniería, 19(1), 8-18. https://dx.doi.org/10.4067/ 
507 18-3305201 1000100002 


Rutherford, A. y Rabovsky, T. (2014). Funding Policies on Student Outcomes in Higher 
Education. The ANNALS of the American Academy of Political and Social Science, 655(1), 
| 85-204. https://doi.org/10.1 177/0002716214541048 


Saint-Gerand, J]. y Méry, P (2004). Les instruments des polrtiques d “enselignement 
superieur [conferencia]. Conferencia brindada en el Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología. Buenos Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología. 


Salmi, J. y Hauptman, A. (2006). Innovations in Tertiary Education Financing: Á 
Comparative Evaluation of Allocation Mechanisms. Education Working Paper Series, 4. 
The World Bank. 


Secretaría de Políticas Universitarias [SPU] (2017). Criterios para la implementación de 
la nueva modalidad de Contratos Programa Integrales (CPI). https://www.argentina.gob.ar/ 
sites/default/fles/1f_2017_13943185_apn_secpu2.paf 


Vidal, ). y Vieira, M. ]. (2014). Gobierno, autonomía y toma de decisiones en la universidad. 
Bordón. Revista de Pedagogía, 66(1), | 7-30. 


Yutronic, ]., Reich, R., Rodriguez, E., Music, J. y López, D. (2012). Convenios de desempeño 
y su porte en el financiamiento de la Educación Superior en Chile. Educación Superior y 
Sociedad, 16(1), 53—77. 


